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RESUMEN 
 
Atendiendo la  necesidad de afrontarse por la sociedad colombiana la evolución del 
concepto de familia, tanto las corporaciones judiciales como el órgano legislativo, 
tímidamente han procurado abordar  el tema de manera que, la paridad existente 
entre el desarrollo de la familia como núcleo esencial de la sociedad y el 
establecimiento de los derechos de la comunidad homosexual que reclama el 
respeto por su libre decisión y la adecuación de un espacio jurídico que les permita 
la exigibilidad de los mismos, no se vea afectada por los prejuicios cimentados por 
la moral religiosa y la ética social.  Sin embargo, el avance realizado sobre la 
materia en el país no corresponde a los lineamientos jurídicos que la comunidad 
internacional ha trazado en pro de los derechos humanos, quedando entre dicho 
las garantías que Colombia debe ofrecer al ser Estado parte de los tratados y 
políticas internacionales que regulan los derechos de la familia. Es por ello, que a 
través de esta monografía se pretende mediante la confrontación de las teorías 
moralistas, sociológicas y jurídicas, determinar las causas que han generado en 
Colombia el estancamiento en la adopción de un sistema jurídico que efectivice los 
derechos de la comunidad homosexual y que a la vez permita la promoción de una 
imagen positiva del país como un Estado garantista de los derechos humanos.  
Igualmente a lo largo de este trabajo, se precisa sobre la conceptualización de la 
familia como un derecho propio o inherente al ser humano y como elemento 
esencial de la sociedad, lo que por ende implica que el reconocimiento por parte 
del Estado Colombiano del derecho a formarse una familia por una pareja 
homosexual y su consecuente desarrollo normativo en correlación con los 
principios constitucionales consagrados en la Constitución Política de 1991, sea 
una realidad aterrizada en el ordenamiento jurídico de nuestro país. 
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ABSTRACT 
 
Attending to the need of there be confronted by the Colombian company the 
evolution of the family concept, both the judicial corporations and the legislative 
organ, shyly they have tried to approach the topic so that, the existing parity 
between the development of the family like essential core of the company and the 
establishment of the rights of the homosexual community that claims the respect for 
his free decision and the adequacy of a juridical space that allows them the 
recoverableness of the same ones, does not meet affected by the prejudices 
established by the religious morality and the social ethics.  Nevertheless, the 
advance realized on the matter in the country does not correspond to the juridical 
limits that the international community has planned in favor of the human rights, 
staying between saying the guarantees that Colombia must offer the being State 
departs from the agreements and international policies that regulate the rights of 
the family. It is for it, which across this monograph one tries by means of the 
confrontation of the theories moralists, sociological and juridical, to determine the 
reasons that have generated in Colombia the stagnation in the adoption of a 
juridical system that develop the rights of the homosexual community and that 
simultaneously allows the promotion of a positive image of the country as a State 
wardenship of the human rights.  Equally along this work, it needs on the definition 
of the family as a right own or inherent in the human being and as essential 
element of the company, which therefor implies that the recognition on the part of 
the Colombian State of the right to a family be formed by a homosexual pair and his 
consistent normative development in correlation with the constitutional beginning 
dedicated in the Political Constitution of 1991, is a reality landed in the juridical 
classification of our country. 
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INTRODUCCIÓN 
 
Las ideas sobre la familia que a través del tiempo la sociedad ha construido para 
poder darle un concepto adecuado a sus fines, permiten que hoy en día ésta sea 
concebida como institución base de la humanidad, en donde se forman los 
individuos que en definitiva perpetúan y transforman la sociedad; es decir que, es 
la célula del sistema socio-cultural y lo que permite la unión entre la persona y la 
comunidad.  Esto hace que para ningún Estado, tal institución pase por 
desapercibida, sino que por el contrario, ha cobrado un interés primordial en la 
realización de sus proyectos políticos, haciéndola parte de un sistema de 
relaciones en constante transformación, que implica su modernización pero jamás 
su aniquilamiento.   
 
La asamblea constituyente de 19911, fue el órgano encargado de modernizar el 
Estado colombiano y adentrarlo en el marco evolutivo que la comunidad 
internacional había trazado para el desarrollo de políticas proteccionistas que 
giraran en torno al ser humano.  Por esto, al llegarse a la conclusión que lo 
verdaderamente importante para el Estado debe ser su población y por ende el 
hombre que la compone, se dio la necesidad de estipular normativamente unas 
condiciones mínimas que le garantizaran su existencia y bienestar en todo 
momento del accionar del Estado.  Es allí donde se fundamenta la inclusión de la 
familia en los preceptos normativos que conforman la actual Constitución Política 
de Colombia, pero que a la postre, pasados cerca de 20 años desde que se 
1 Se hace referencia al órgano constituido y convocado por el pueblo colombiano el 9 de diciembre 
de 1990, para que entre el 5 de febrero y el 4 de julio de 1991, asumiera temporalmente el poder 
de reforma de la constitución.  Esta asamblea proclamó, decretó y promulgó la Constitución 
Política hoy vigente. Para profundizar sobre el tema consultar el libro Historia Constitucional 
Colombiana de Raúl Pacheco Blanco, edición 2001. 
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reformó por dicha asamblea, no ha sido posible que el Estado Colombiano en su 
conjunto institucional haga efectivos los postulados constitucionales que garantizan 
los derechos fundamentales de ciertas colectividades, como acontece con la 
comunidad homosexual. 
 
La historia del repudio por los actos sexuales de carácter homosexual y el 
enjuiciamiento negativo que la sociedad se ha acostumbrado a emitir contra las 
personas homosexuales sin esmero a conocer al ser humano que hay detrás de 
esa condición sexual, no es más que una cruda evidencia del asentamiento de la 
intolerancia social en la cultura colombiana que se ha transmitido de generación en 
generación. Porque del contexto social que nos rodea, no es necesario realizar un 
estudio a fondo para poder percibir que en Colombia no ha existido ni existe la 
capacidad de comprender y respetar los derechos que el individuo posee por el 
sólo hecho de ser humano, y que el libre desarrollo de su personalidad y condición 
sexual son derechos íntimos o personales que no dependen de los demás, 
incluyendo el Estado, para ser definidos y ejercidos por la persona. 
 
Si se hace un paralelo entre la existencia de la homosexualidad en el mundo y el 
disfrute de derechos sociales y garantías sobre los derechos fundamentales que 
éstos hayan tenido, se obtiene como resultado que son muy pocas las épocas en 
las que se les ha respetado, en comparación con la cantidad de siglos y en la 
multitud de sociedades en las que se les ha reprimido, fruto de la intolerancia. Muy 
seguramente al hacer un recuento por cada una de las épocas, sociedades y 
culturas que nos han precedido, desde los pueblos prehistóricos hasta la 
instalación en el Estado de una sociedad democrática,  se encuentra que el 
tratamiento que se ha dado siempre a la homosexualidad no ha dependido tanto de 
leyes u otras cuestiones, sino de tolerancia y, en función de ésta, ha girado todo lo 
demás, pues ha sido a raíz de tal intolerancia que se ha catalogado como 
enfermedad, desviación, abominación, pecado, o delito respectivamente, cosa que 
ha alimentando el espíritu ideal de los legisladores, motivándolos a la vana 
11 
 
pretensión de poner a salvo la sociedad a través de la limitación o exclusión de sus 
derechos en el ordenamiento jurídico. 
 
Según nuestra constitución, la familia se constituye por vínculos naturales o 
jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio 
o por la voluntad responsable de conformarla2.  Como es de observar, tal 
aseveración, al implicar una subordinación por la jerarquía normativa que contiene, 
delimita el derecho a conformarse una familia por parte de una persona que tenga 
una tendencia sexual diferente a la propia de un ser heterosexual, al no dar cabida 
a la posibilidad de materializar jurídicamente el deseo de conformarse una familia 
por una persona con otra de su mismo sexo. 
 
De esta manera, se puede decir que dicho concepto de familia, contraviene varios 
de los principios establecidos como derechos fundamentales por el mismo 
estamento, dentro de los cuales se encuentra el derecho a la igualdad, al libre 
desarrollo de la personalidad, a la libertad de pensamiento, incluso, a la misma 
libertad que se da para la conformación de una familia; razón por la cual surge la 
necesidad de oscultar nuestro ordenamiento jurídico a fin de controvertirlo con las 
garantías que nuestra propia constitución profesa a favor de los derechos 
humanos, para así establecer su aplicación dentro de situaciones sociales 
específicas que se presentan en la actualidad, como lo es la pugna por el 
reconocimiento de los derechos a los homosexuales. 
 
Conforme a este planteamiento, el trabajo de grado apunta al análisis de la 
legislación Colombiana respecto al concepto de familia en ella establecido, para 
plantear, desde este punto de vista, el siguiente problema  jurídico:  
 
2 Constitución Política de Colombia, Artículo 42, Bogotá, 1991. 
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¿El concepto de Familia establecido en el art. 42 de la Constitución Política de 
Colombia, vulnera derechos fundamentales a las parejas homosexuales que 
conviven como compañeros permanentes en unión marital de hecho? 
 
El interés que motivó al desarrollo de este trabajo fue poder promover el 
reconocimiento y equiparación jurídica de un modelo de familia que se ha 
presentado en el mundo desde hace un tiempo atrás, que a pesar de no tener un 
soporte jurídico explicito que la valide ante la sociedad, es innegable su existencia, 
siendo éste el de la familia homosexual; y adicionalmente se pretende dar a 
conocer como en el Estado Colombiano se han concentrado diferentes formas de 
discriminación y tratos desiguales e inequitativos para las parejas homosexuales 
que conviven en unión marital de hecho, porque según las instituciones estatales 
no se les puede catalogar como familia, puesto que ello contraviene la legislación 
vigente. 
 
Las conclusiones que puedan brindarse respecto al tema aquí tratado, si bien para 
algunos no podrán ser consideradas como la efectiva solución al problema, de 
seguro serán la pauta para edificar un sistema normativo que, a través de reformas 
o creaciones legislativas,   permitan la congruencia entre los principios y garantías 
que profesa nuestra constitución política y la realidad material que implica su 
efectiva aplicación dentro del territorio colombiano.   
 
Por esto, es más que evidente la necesidad de abordar el tema que encausa la 
problemática planteada con este documento, atendiendo la importancia que 
recobra en estos días el manejo de las garantías a los derechos humanos en 
Colombia, y el potencial de la población homosexual residente en nuestro país, que 
día a día se consolida bajo la expectativa de poder exigirse por ellos el respeto por 
sus derechos ante el Estado y la misma sociedad; sin dejar pasar lo interesante 
que resultan las conjeturas evaluativas sobre el cumplimiento de los fines 
esenciales del Estado a través de las  distintas instituciones estatales, que 
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implícitamente se obtienen de las conclusiones y validación de hipótesis a que se 
llega en este trabajo.   
 
Igualmente, la motivación para la realización de este proyecto parte de la falta de 
estudios académicos que aborden este tema, y del asentamiento de las 
argumentaciones que sutilmente la Corte constitucional, como guarda de la 
constitución política ha establecido en sus providencias, en pro de los derechos de 
los homosexuales y el realce de los derechos humanos.  
 
Es preciso aclarar que el enfoque con que fue desarrollado el proyecto de 
investigación, es de carácter jurídico, atendiendo la calidad profesional de la 
investigadora y la propuesta presentada como posible solución del problema, cuyo 
fundamento se encuentra en la contextualización del ordenamiento jurídico, su 
interpretación judicial y conceptualización institucional; situación que corresponde 
al ámbito de estudio en que se desarrolla la maestría para la cual se presentó este 
trabajo de grado. 
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1. LA FAMILIA 
 
 
El concepto de familia manejado en un sentido genérico que comprenda los 
matices que la distinguen, conlleva a expresarse que se trata de un núcleo 
conformado por personas que conviven o han convivido íntimamente, cuyas 
relaciones interpersonales se basan en el afecto y en la satisfacción de 
necesidades primarias que hacen posible la formación de cierta conciencia de 
unidad. 
 
Sin embargo, resulta adecuado para esta investigación, relacionar algunas 
nociones básicas que la palabra familia posee, a fin de poderse percibir la 
influencia de los diferentes campos en que ha sido objeto de estudio, sobre el 
significado adoptado por quienes la estudian.   
 
Así tenemos por ejemplo, la exposición de conceptos genéricos que Cabanellas3 
hace en su obra, en donde resalta que para quienes manejan el área del linaje, 
estirpe o sangre, la familia es el conjunto de ascendientes, descendientes y 
colaterales con un tronco común, y los cónyuges de los parientes casados; para 
aquellos con predominio de lo afectivo o lo hogareño, familia es la inmediata 
parentela de uno, por lo general el cónyuge, los padres hijos y hermanos; para 
quienes destacan los fines genésicos, de crianza y formación de la descendencia, 
la familia son los hijos o la prole. 
 
 
15 
 
1.1 DEFINICIONES DOCTRINALES. 
Situándonos ya en lo que la familia debe ser para el derecho y la sociedad, 
podemos encontrar acepciones desprovistas del carácter afectivo, jerárquico y de 
los fines de perpetuación humana que se destacan en otras definiciones como ya 
se vio, tal como lo cita Cabanellas4 en su obra: 
 
Sánchez Román (citado por Cabanellas 2003) afirma: Para Sánchez Román, la 
familia es una “Institución ética, natural, fundada en la relación conyugal de los 
sexos, cuyos individuos se hallan ligados por lazos de amor, respeto, autoridad y 
obediencia; institución necesaria para la conservación, propagación y desarrollo, 
en todas las esferas de la vida, de la especie humana”. 
 
Díaz de Guijarro (citado por Cabanellas 2003) afirma: que se está ante la 
“institución social, permanente y natural, compuesto por un grupo de personas 
ligadas por vínculos jurídicos emergentes de la relación intersexual y de la 
filiación”. 
 
Por su parte, los Mazeaud (citado por Cabanellas 2003) se inclinan por definir la 
familia como “la colectividad formada por las personas que, a causa de sus 
vínculos de parentesco consanguíneo o de su calidad de cónyuges, están sujetas 
a la misma autoridad”.  
 
Cabanellas destaca, que los conceptos expuestos anteriormente, convergen en 
que la familia no comprende más que al marido, a la mujer y a aquellos de sus 
hijos sometidos a su autoridad; es decir sus hijos menores, solteros y no 
emancipados, porque conforme lo estipuló el derecho romano, la autoridad paterna 
cesa con la mayoría de edad, el matrimonio y la emancipación del hijo.  Sin 
3 CABANELLAS, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual: tomo IV. Buenos Aires: 
Heliastica, 2003.  p. 23.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                           
4 Ibid., p.23 y ss. 
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embargo, reconocen los autores citados que esa definición puede resultar 
demasiado restringida, en especial si se piensa en el derecho sucesorio y en la 
obligación alimenticia, que se extiende a personas no comprendidas en el concepto 
precedente y fundados uno y otra   en nexos familiares innegables. Resurgen éstos 
entonces como favor o carga en lo patrimonial. 
 
Para el doctor Fabio Naranjo Ochoa5, la familia es una institución histórica, jurídica 
y social del más hondo arraigo a través de las diferentes épocas de la civilización.  
De ahí la necesidad de que el derecho se ocupe de ella a través de su 
regularización con el objeto de proteger los intereses que inciden directamente con 
la sociedad, pues la familia es un elemento de cohesión y equilibrio social.  
Recalca que en la organización familiar está en juego no sólo el interés individual, 
sino también los intereses de la sociedad. 
 
Es innegable que los conceptos utilizados en el ámbito del derecho resulten 
alinderados por las definiciones que de familia se han dado en la ciencia 
sociológica, en donde la familia se ve ligada a una correlación con los términos de 
Institución y Sociedad, cuando la definen como institución permanente y 
fundamental para la existencia y promoción de una sociedad, llegando a 
concretarse así en la expresión “núcleo social”.  Pero no se puede dejar a un lado 
el concepto fundado por la religión a través de su dogmática enseñanza, que 
aprovechando su estrecha relación con los organismos estatales, influyó para que 
los preceptos normativos congeniaran con sus postulados, cuya idea de familia 
hace definirla como la proveniente de un hombre y mujer que han sido unidos en 
matrimonio religioso con la finalidad de procrear o contribuir a la generación de la 
prole; lo que le atribuye el sentido de ser la perpetuadora de la especie humana. 
5 NARANJO OCHOA, Fabio. Derecho Civil Personas y Familia. 11a  ed. Librería Jurídica Sánchez, 
Medellín, 2006. 
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 Así tenemos que la sociedad colombiana en general, ha instituido una definición de 
familia impregnada de simbolismos moralistas, éticos y religiosos que conllevan al 
apego del paradigma conceptual de ser una familia aquella conformada por un 
hombre y una mujer bajo el marco de sentimientos afectivos recíprocos y con el fin 
de tener hijos.  Pero se hace necesario advertir que pese a ser éste un concepto 
imperativo popular, al momento de ser confrontado con preguntas como: ¿Qué 
pasa entonces con las parejas heterosexuales que no pueden tener hijos?, ¿acaso 
esa clase de parejas no tienen derecho a ser concebidas como una familia a pesar 
de su impotencia o limitación para procrear?, ¿Si una mujer y un hombre unidos 
bien en matrimonio o en unión marital de hecho, no desean tener hijos, pierde su 
derecho a ser considerada como una familia, pese a existir la intención de 
constituirla a través de la simple unión y manifestación de voluntad de conformarla 
entre ellos?, inmediatamente las personas encuestadas revalúan esa definición, 
reconocen el yerro en su idea afirmativa y replantean el concepto de forma que se 
comprende que una familia existe por el sólo hecho de querer conformarla y 
mantenerla en el tiempo tras la convivencia de la pareja, así no existan hijos fruto 
de esa unión.  Sin embargo, persisten en el objeto de ser la familia únicamente 
conformada por un hombre y una mujer, a fin de determinar la heterosexualidad 
que comporta el concepto arraigado. 
 
1.2  EVOLUCIÓN JURÍDICA DE LA FAMILIA. 
Estandarizada la familia como la base de la sociedad, surgió la necesidad de 
resguardarla a través de un compendio de normas jurídicas que garantizaran su 
existencia, permanencia y estabilidad dentro de la misma sociedad y frente a las 
acciones del Estado.  Entonces, se ha pasado desde la antigüedad cuando era 
considerada de carácter matriarcal, avanzando hacia la formación de la familia 
sindiásmica, basada en la exclusividad de la relación de la mujer con un solo 
hombre, para posteriormente lograr que la familia evolucione hacia su organización 
actual fundada en la relación monogámica: un solo hombre y una sola mujer que 
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sostienen relaciones sexuales exclusivas.  Estas ideas de transformación e 
interacción con otros sistemas plantean la imagen de cambio, la emergencia de 
nuevos paradigmas, que se comienzan a observar como producto de las 
necesidades de los individuos y la sociedad en general (básicas, de pertenencia, 
de seguridad etc.).6 
 
Fue así como en Colombia, un Estado Social de Derecho que revistió sus políticas 
estatales de una sensibilidad social por el bienestar del hombre, con la constitución 
política de 1991, logró darle un estatus jurídico a la familia al proclamarla como un 
derecho fundamental, conservando su acepción más tradicional. 
 
 
El Artículo 42 de la constitución política colombiana reza: 
 
“La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por 
vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una 
mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de 
conformarla. 
El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La 
ley podrá determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La 
honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables.  
Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes 
de la pareja y en el respeto recíproco entre todos sus integrantes. 
Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su 
armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley.  
Los hijos habidos en el matrimonio o fuera de él, adoptados o procreados 
naturalmente o con asistencia científica, tienen iguales derechos y 
deberes. La ley reglamentará la progenitura responsable. 
6 Sobre el Concepto ¨Homosexual¨. Meta: Filosofía Pop, 2010. [Consultado 26 de enero de 2010]. 
Disponible en internet: http://filosofiapop.wordpress.com/sobre_el_concepto_homosexual/. 
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La pareja tiene derecho a decidir libre y responsablemente el número de 
sus hijos, y deberá sostenerlos y educarlos mientras sean menores o 
impedidos. 
Las formas del matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los 
deberes y derechos de los cónyuges, su separación y la disolución del 
vínculo, se rigen por la ley civil.  
Los matrimonios religiosos tendrán efectos civiles en los términos que 
establezca la ley. 
Los efectos civiles de todo matrimonio cesarán por divorcio con arreglo a 
la ley civil. 
También tendrán efectos civiles las sentencias de nulidad de los 
matrimonios religiosos dictadas por las autoridades de la respectiva 
religión, en los términos que establezca la ley.  
La ley determinará lo relativo al estado civil de las personas y los 
consiguientes derechos y deberes.” 
 
Tal precepto normativo de manera clara y concisa denota toda la intención del 
legislador por preservar la familia como base de la sociedad, procurando con cierto 
recelo, que de ninguna forma el Estado ni los particulares puedan atentar contra 
ella, sino que en cambio, les impone la tarea de ser sus guardas.   
 
Al respecto del concepto de familia, la Corte Constitucional mediante sentencia T-
523 de septiembre 18 de 19927, abordó el tema concluyendo que la familia gira en 
torno a dos concepciones; la concepción individualista, en donde la unidad de la 
familia aparece como el equilibrio entre la libertad de los cónyuges y las exigencias 
concretas de dicha unidad, en función de los intereses individuales de sus 
miembros. Considera ésta corporación judicial que allí existe una paulatina 
privatización de las relaciones familiares, en la cual se debe valorar la libertad de la 
7 Gaceta Constitucional, sentencia N° T-523 de septiembre 18 de 1992, página 1 y ss, M.P. Ciro 
Angarita Barón. 
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pareja para tomar decisiones como en el caso de una separación cuando ya no se 
encuentra la unión de pareja respaldada por la perduración del consentimiento.  En 
cuanto a la concepción solidarista, por el contrario se dice que la privatización no 
puede llevarse hasta el punto de perjudicar a los sujetos más débiles o a la 
sociedad civil o perjudicar la estabilidad de la familia como núcleo fundamental de 
la sociedad y la suerte misma de los niños, quienes son titulares privilegiados de 
un interés jurídico superior. 
 
Pero, el  contenido normativo como tal,  será analizado con el objeto de ser 
cuestionado frente a la problemática que se aborda en éste trabajo, previa 
exposición del tema de la homosexualidad, en la forma en que a continuación se 
presenta. 
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2. LA HOMOSEXUALIDAD Y SU CONTEXTO SOCIAL 
 
Este es un tema que requiere de especial cuidado en el manejo de su 
conceptuación, por ello se acude a los distintos espacios académicos en que se ha 
tratado para así poder congregar los conceptos emitidos en algunas de las 
disciplinas que lo han trabajado y que ciertamente interesan o son pertinentes a los 
fines de esta investigación; por lo que previamente se ha escogido selectivamente 
los argumentos postulados por la  psicología, la religión, y algunas instituciones 
estatales colombianas (la procuraduría, la defensoría del pueblo, el instituto de 
bienestar familiar y la corte constitucional), como internacionales. 
 
En su concepto literario, la homosexualidad es una orientación sexual y se define 
como la interacción o atracción sexual, emocional, sentimental y afectiva hacia 
individuos del mismo sexo.  Etimológicamente, la palabra homosexual es un 
híbrido del griego homós (que en realidad significa igual y no, como podría creerse, 
derivado del sustantivo latino homo, que quiere decir hombre) y del adjetivo latino 
sexualis, lo que sugiere una relación sexual y sentimental entre personas del 
mismo sexo, incluido el lesbianismo.8  
 
En este mismo sentido, el autor del artículo consultado precisa que el término gay 
(que en inglés clásico significa alegre) suele emplearse para referirse a los 
hombres homosexuales y el término lesbiana para referirse a las mujeres 
homosexuales, por lo que la palabra gay es un adjetivo o sustantivo que identifica 
a las personas homosexuales sin importar su género.  
 
El término “homosexual” fue empleado por primera vez en 1869 por Karl-María 
Kertbeny, y el libro Psychopathia Sexualis de Richard Freiherr von Krafft-Ebing 
popularizó el concepto en 1886 (citados por Gerardo Sánchez Navarro, 2010). 
8 Concepto de Homosexualidad. deconceptos.com. [Consultado 12 de diciembre de 2009]. 
Disponible en internet: http://deconceptos.com/ciencias_naturales/homosexualidad/. 
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Desde entonces, la homosexualidad se ha convertido en objeto de intenso estudio 
y debate: inicialmente se catalogó como una enfermedad, trastorno o patología que 
había que curar, pero actualmente se entiende como parte integral necesaria para 
comprender la biología, psicología, política, genética, historia y variaciones 
culturales de las identidades y prácticas sexuales de los seres humanos.9 
 
En el mundo han existido fenómenos ideológicos que por su gran impacto social 
han sido considerados como revoluciones, dentro de las cuales se encuentra la 
denominada “revolución sexual de los años 60”. 
 
Para José Pérez Ádan, investigador del departamento de sociología de la 
Universidad de Valencia (España), en el campo de la sexualidad no se ha vivido 
tan sólo una revolución, sino que en la realidad se puede hablar de tres 
revoluciones que han marcado el cambio más importante operado en la historia de 
la humanidad al trascender sobre los estilos de vida de las personas, pero que 
lamentablemente su impacto no ha sido considerado como debería ser por cuanto 
no se le ha dado la importancia que requiere el estudio de la sexualidad, que según 
el autor del artículo, “debería de constituir y conformar uno de los pilares 
formativos del sistema educativo”, pero no en la forma marginada y frívola con que 
se trata en las escuelas, colegios y universidades.10 
 
De acuerdo con el autor, la primera revolución sexual es la consecuencia social del 
desarrollo de la farmacología contraceptiva que se implanta a finales de los años 
60 del siglo pasado y que de hecho divide la sexualidad en dos campos estancos. 
Por un lado está la capacidad de engendrar, y por otro, completamente separado, 
la capacidad de gozar de placeres específicos. Se separa sexo y procreación. Ello 
9 SANCHEZ NAVARRO, Gerardo. Homosexualismo. 1a ed.  Estados Unidos, 2010, (p.11). 
10 Ensayo, La Revolución Sexual: Tres Fases, Pérez Adán, José, Dpto. Sociología – Universidad 
de Valencia, Valencia – España. [Consultado el 22 de marzo de 2010] disponible en internet: 
http://los60yelcine.wordpress.com/2011/10/02/la-revolucion-sexual-tres-fases/. 
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supone un punto de partida nuevo en la historia de la sexualidad y de la cultura de 
los comportamientos humanos al trascender con un cambio de idea sobre el uso y 
funcionalidad del sexo.  
 
Lo que más se destacó durante la revolución de los 60’s fue el realce o 
connotación que cobró la "píldora anticonceptiva". La píldora anticonceptiva es de 
hecho el invento técnico que de manera más radical ha cambiado la vida de las 
personas desde que tenemos memoria histórica.  Sin embargo, esta revolución 
sexual también es conocida por una consecuencia negativa que resultó de la 
libertad sexual que se promovía y fue la aparición de un virus letal que se 
transmitió ampliamente en las mujeres, el virus “papiloma humano” (HPV), que se 
esparce por vía sexual y que ahora se sabe es causante del cáncer cervical del 
útero. 
 
Se habla que la segunda revolución sexual se inicia en los años 80’s, cuyo 
propósito principal fue el apuntar hacia la aceptación paulatina de la diversidad 
sexual y su consiguiente aprobación de comportamientos catalogados como 
"desviados" desde tiempo inmemorial, es decir la promoción de la existencia de la 
"homosexualidad" en la sociedad. El hecho más singular de esta segunda 
revolución es un cambio de opinión pública que produce la aprobación social de las 
relaciones homosexuales, de manera que se conlleva a la comprensión más o 
menos generalizada del sexo como algo que pertenece en exclusiva al ámbito 
privado del que lo tiene y que no está sujeto, por tanto, a rendición de cuentas 
públicas de ningún tipo; es decir que se empieza a catalogar la sexualidad como un 
derecho individual que debe ser respetado por la sociedad y garantizado por el 
Estado sin que por ello, de lógica, exista la posibilidad de incidir en la práctica 
sexual de cada individuo. 
Por último, se encuentra la tercera revolución sexual en el cambio de época hacia 
el siglo XXI. Este tercer paso abre ciertamente unas perspectivas inimaginables en 
el siglo pasado, en tanto que rompe con el paradigma atribuido al sexo como único 
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proceso de reproducción al descubrirse la "reprogenética"11. Con el desarrollo de 
las nuevas tecnologías biomédicas aplicadas a la reproducción humana, se 
permitió el dominio efectivo de dos procesos: la clonación y el placer sexual.  
 
La fecundación in vitro fue el prólogo de la clonación y la clonación es el adiós a la 
paternidad. Con el dominio de la técnica el mercado se hace cargo de la 
reproducción social (la reprogenética) y el laboratorio en cierta medida pasa a 
sustituir a la unión conyugal.  
 
Con la clonación las características de la prole serán diseñadas en un laboratorio y 
encarnadas sin sexo, como aconteció en el experimento que desató gran polémica 
al versen quebrantados los principios bíblicos sobre el origen de la vida, en donde 
hizo su aparición la oveja Dolly, (primer mamífero clonado a partir de una célula 
adulta, 23 de febrero de 1997), que nació del concurso de tres ovejas hembras 
solamente, no necesitaron un macho.  
 
En cuanto al placer sexual, se desato la idea de poder procurarse también sin 
sexo. Existen mecanismos artificiales de excitación sexual que a la fecha son lo 
suficientemente sofisticados como para que una persona pueda gozar del sexo 
solo y sin compañía, bien a través de viagras virtuales o bien a través de la 
perfección de técnicas hipnóticas o nerviosas que envíen artificialmente al cerebro 
los mismos impulsos que envía el coito. 
 
Resulta pertinente connotar que antes de la revolución sexual de los años 60, no 
había ningún término común que no fuera despectivo para los no heterosexuales; 
pues incluso con la definición de tercer género que se le dio a su condición sexual 
como rezago de la sexología de la década de 1860, que vale decir nunca alcanzó 
un uso generalizado, se estimulaba la discriminación con carácter ofensivo al 
11 Reprogenética, Aula de la experiencia. Universidad Pública de Navarra. [Consultado 23 de 
marzo de 2010]. Disponible en internet:  http://www.unavarra.es/genmic/expcia/reprogenetica.pdf.  
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enlistarlos como un tercer producto humano: “hombre, mujer y tercer genero 
(homosexual)”.  
 
Ha sido así como persiste el primer término ampliamente utilizado, “homosexual”, 
en el lenguaje tanto científico como genérico para referirse a las personas que 
sienten atracción sexual por individuos del mismo sexo.  Sin embargo, dicho 
término ha adquirido en ciertas culturas connotaciones negativas, por lo que surgió 
la necesidad de reemplazarlo por homófilo en los años 50 y 60, y posteriormente 
por gay en los años 70.  
 
A partir de la revolución sexual acaecida a finales de los años 60, la comunidad 
homosexual tendió a organizarse mediante agrupaciones y asociaciones con el fin 
de marcar una posición dentro de la sociedad y reclamar el respeto por sus 
derechos, abriéndose paso la comunidad LGBT. El término LGBT fue 
probablemente utilizado por primera vez para referirse a toda la comunidad por los 
estudiantes activistas LGBT de los años 60, aunque no está claro con qué 
frecuencia o alcance se usó entonces el término, pues algunas agremiaciones 
iniciaron labores activistas sólo para sus intereses sin importarles los de otros 
homosexuales como fueron las feministas lésbicas que tomaron como prioridad la 
igualdad de género, percibiendo como patriarcales las diferencias de roles entre 
hombres y mujeres o lo butch y femme. Éstas evitaban los roles de género que 
habían sido dominantes en los bares para lesbianas y se apartaron de los varones 
homosexuales, que percibían como chovinistas; muchas de ellas se rehusaron a 
trabajar con los hombres gays o luchar por sus causas. Por su parte, las lesbianas 
que tenían una visión más esencialista, que opinaban que habían nacido 
homosexuales y que empleaban el término lesbiana hasta entonces descriptivo 
para definir a las de su orientación sexual, generalmente consideraban que las 
opiniones separatistas y coléricas de las feministas lésbicas eran perjudiciales para 
la causa de los derechos de los homosexuales. A esto pronto se le unió la petición 
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de bisexuales y personas transgénero de ser reconocidos como parte integrante de 
la gran comunidad.  
 
A finales de la década de los 70’s, empezó a disiparse la euforia inicial de los 
disturbios de Stonewall12, que fueron una serie de violentos conflictos entre los 
agentes de policía de la ciudad de Nueva York y grupos de gays, lesbianas y 
transgénero, que se inició durante la madrugada del 28 de junio de 1969, y duró 
varios días, en tanto que hubo un cambio de percepción, algunos gays y lesbianas 
se volvieron menos tolerantes con las personas bisexuales o transgénero, cuyo 
descontento radicaba en la creencia sobre que los transexuales actuaban según 
los estereotipos de género y que los bisexuales eran sólo homosexuales que 
tenían miedo de salir del armario y ser sinceros con su identidad. Esto conllevo a 
un disenso en lo que debía representar el término LGBT, al entrar a considerarse 
la gran diversidad de tendencias sexuales que se presentan en la comunidad 
homosexual, entre las cuales grupos como los conformados por personas que 
dicen ser transgénero, transexuales, cuya condición sexual tiene que ver con la 
identidad de género o con el hecho de sentirse hombre o mujer, y no así  con la 
orientación sexual que predican los gays, lesbianas y bisexuales, no se sentían 
identificados con tal sigla ni sus acciones.  
 
Sin embargo, ya en los años 90’s, se empezó a tratar la comunidad homosexual 
con deferencia al referirse a la comunidad LGBT, como una organización legal de 
personas homosexuales que luchan por establecer un régimen legal que enaltezca 
sus derechos como seres humanos en cualquier lugar del mundo, de manera que 
se les permita vivir la vida sin condiciones discriminatorias ni con limitaciones a su 
expectativa de vida familiar; situación sobre la cual aún persisten y han venido 
ganando la satisfacción de ciertos logros obtenidos. 
12 Noticia, Stonewall y el origen del Orgullo Gay Lésbico Bisexual Transexual, Manuel Mancera-NaciónGay, 
New York, [Consultado 25 de marzo de 2010] disponible en internet: 
http://agmagazine.com.ar/index.php?IdNot=375 
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2.1  CONCEPTO DE HOMOSEXUALIDAD DESDE LA PERSPECTIVA        
       PSICOLÓGICA. 
En el área de la psicología como una de las ciencia que se encarga de estudiar el 
comportamiento humano, se ha encontrado en este interesante ensayo, que el 
tema de la homosexualidad fue tratado como un problema mental o de actitud que 
podía y debía ser tratado, de acuerdo con el legado dogmatico imperante en la 
época. 
 
Por ejemplo, para el doctor  Richard von Krafft-Ebing, (1840-1902) psiquiatra 
alemán, pionero en el estudio de las variantes prohibidas del deseo sexual, 
consideró la homosexualidad como una enfermedad degenerativa en su obra 
Psychopatia Sexualis de 188613; dando lugar a que se generaran postulados 
semejantes en virtud al respeto que como pater de la psiquiatría se le debía por los 
estudiosos de la materia.  
 
 Así, según narra el autor del ensayo académico consultado14, algunos de los 
trabajos científicos realizados por Sigmund Freud,15 bajo la perspectiva analítica 
propulsada por el psicoanálisis, dieron como resultado una postura que 
consideraba patológicas no sólo las prácticas sino incluso la mera condición 
homosexual, que igualmente era catalogada por éste en lenguaje de las 
"perversiones" o "aberraciones sexuales"; concluyendo que, la homosexualidad era 
una manifestación de falta de desarrollo sexual y psicológico que se traducía en 
fijar a la persona en un comportamiento previo a la "madurez heterosexual".  
13 KRAFFT-EBING, Richard Von. Psychopatia Sexualis, 1a ed. Stuttgart: Verlag von Ferdinand 
Enke, 1886. p. 1. ss. 
14 Dossier sobre sexualidad y homosexualidad, Valoración Teórica. España: Fundación Triángulo, 
[Consultado 17 de marzo de 2010]. Disponible en Internet: 
http://fundaciontriangulo.es/educacion/sexualidad/capitulo6.htm#punto2. 
15 Freud, Sigmund. biografías y vidas. [consultado 17 de marzo de 2010]. Disponible en internet: 
http://www.biografiasyvidas.com/biografia/f/freud.htm. 
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Posteriormente, Freud llegaría a reconsiderar su posición con el tiempo, hasta el 
punto de que en su conocida Carta a una madre americana, Freud no dudó en 
afirmar que la homosexualidad "no es un vicio, ni un signo de degeneración, y no 
puede clasificarse como una enfermedad"16; y que debía llegarse a la reflexión 
humanista para comprender que perseguir la homosexualidad era una "gran 
injusticia y una crueldad", y que el análisis a lo sumo serviría para devolver la 
armonía a una persona si se sentía infeliz o neurótica, independientemente de si 
era homosexual o no. 
 
Posteriormente a las hipótesis planteadas por Freud, algunos psicoanalistas como 
Alfred Adler17 y Carl Gustav Jung18, modificaron estos juicios e implementaron la 
terapia reparativa, lo que dio lugar a que, en los años cuarenta del siglo XX, 
Sandor Rado afirmara que la homosexualidad era un trastorno fóbico hacia las 
personas del sexo opuesto, y como tal debía ser tratada como otras fobias. Ya en 
los años sesenta (60’s) Irving Bieber19 y otros psiquiatras, partiendo del análisis 
derivado de la experiencia de trabajar con un considerable número de 
homosexuales, afirmaron que la homosexualidad era un trastorno psicológico 
derivado de relaciones familiares patológicas durante el período edípico. En esa 
misma década, Charles Socarides, figura cuestionable dentro del movimiento gay, 
por el contrario, defendió la tesis de que la homosexualidad se originaba en una 
época pre-edípica y que, por lo tanto, resultaba mucho más patológica de lo que se 
había pensado hasta entonces.  
 
16 Carta de Freud a la madre de un joven homosexual. Creo: Grupo de Psicólogos, Argentina, 
2008. [Consultado el 22 de marzo de 2010]. Disponible en internet: 
http://www.creopsi.com.ar/2010/07/carta-de-freud-la-madre-de-un-joven.html. 
17 Biografía de Alfred Adler, Biografías y Vidas. [Consultado el 22 de marzo de 2010]. Disponible 
en internet: http://www.biografiasyvidas.com/biografia/a/adler.htm. 
18 Biografía Jung Carl Gustav (1875-1961).  Estudio del Psicoanálisis y Psicología. [Consultado el 
22 de marzo de 2010]. Disponible en internet: http://psicopsi.com/Biografia-Jung-Carl-Gustav-
1875-1961.asp.  
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La posterior relativización y negación de esos juicios médicos procedió de 
científicos como el doctor Alfred C. Kinsey20, cuyas tesis fueron severamente 
criticadas por la ciencia psiquiátrica de aquel entonces; hasta llegarse en el año de 
1973 a declararse por la asociación americana de psiquiatría que la 
homosexualidad no es un cuadro patológico. 
 
 
2.2   CONCEPTO DE HOMOSEXUALIDAD DESDE LA PERSPECTIVA DE LA 
RELIGIÓN CATÓLICA. 
Para la iglesia católica, como una de las religiones más predominantes en el credo 
de la humanidad, la homosexualidad es asimilada como un pecado que ha sido así 
establecido por las leyes de Dios, invocando como sustento las citas bíblicas 
contenidas en Levíticos 18:22, 20:13, Romanos 1:26-27, I Corintios 6:9-10 y I 
Timoteo 1:9-10, entre otras.  Pero, ¿Qué es el pecado? De acuerdo con las 
definiciones forjadas por la familia a manera personal, se trata de aquellas 
situaciones en que uno con su proceder infringe las leyes de Dios.  Pero ya en un 
sentido más literario, el pecado, tal como se define en las traducciones originales 
de la Biblia, significa “perder el camino”. El camino, en este caso, es el estándar de 
perfección establecido por Dios y evidenciado por Jesús.  
 
De forma más expedita, la iglesia católica, preocupada por la forma en que el 
homosexualismo está siendo aceptado por las comunidades, se ha pronunciado en 
reiteradas ocasiones al respecto, para reclamar la cordura de sus feligreses y tajar 
la postura de las leyes de Dios ante las leyes de los Estados que tienden a 
auspiciar tales conductas con la otorgación de su reconocimiento legal. 
19 DE LA FUENTE Rocha Eduardo. La hipótesis narcisista sobre la constitución homosexual en 
varones. [Consultado el 22 de marzo de 2010]. Disponible en Internet: 
http://148.206.107.15/biblioteca_digital/capitulos/356-4946osy.pdf 
20 Biografía de Alfred Charles Kinsey. Biografías y vidas. [Consultado el 23 de marzo de 2010]. 
Disponible en Internet: http://www.biografiasyvidas.com/biografia/k/kinsey.htm 
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Así me permito citar, un reciente ensayo21 escrito por un representante de la iglesia 
católica que con el ánimo de profesar el respeto por la institución matrimonial, 
crítica fuertemente los regímenes que han autorizado la celebración de matrimonio 
entre parejas homosexuales. 
 
“Recientemente, el Santo Padre Juan Pablo II y los Dicasterios 
competentes de la Santa Sede han tratado en distintas ocasiones 
cuestiones concernientes a la homosexualidad. Se trata, en efecto, de 
un fenómeno moral y social inquietante, incluso en aquellos Países 
donde no es relevante desde el punto de vista del ordenamiento 
jurídico. Pero se hace más preocupante en los Países en los que ya se 
ha concedido o se tiene la intención de conceder reconocimiento legal a 
las uniones homosexuales, que, en algunos casos, incluye también la 
habilitación para la adopción de hijos. Las presentes Consideraciones 
no contienen nuevos elementos doctrinales, sino que pretenden 
recordar los puntos esenciales inherentes al problema y presentar 
algunas argumentaciones de carácter racional, útiles para la 
elaboración de pronunciamientos más específicos por parte de los 
Obispos, según las situaciones particulares en las diferentes regiones 
del mundo, para proteger y promover la dignidad del matrimonio, 
fundamento de la familia, y la solidez de la sociedad, de la cual esta 
institución es parte constitutiva. Las presentes Consideraciones tienen 
también como fin iluminar la actividad de los políticos católicos, a 
quienes se indican las líneas de conducta coherentes con la conciencia 
cristiana para cuando se encuentren ante proyectos de ley 
concernientes a este problema. Puesto que es una materia que atañe a 
21 RATZINGER, Joseph Card, Prefecto. Consideraciones acerca de los proyectos de 
reconocimiento legal de las uniones entre personas homosexuales. Roma: 2003. [Consultado 17 
de marzo de 2010]. Disponible en internet: 
http://www.vatican.va/roman_curia/congregations/cfaith/documents/rc_con_cfaith_doc_20030731_
homosexual-unions_sp.html. 
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la ley moral natural, las siguientes Consideraciones se proponen no 
solamente a los creyentes sino también a todas las personas 
comprometidas en la promoción y la defensa del bien común de la 
sociedad.”22 
 
Tras una exposición acerca de la naturaleza y las características del matrimonio, 
que tildan como irrenunciables, el autor del ensayo puntualiza sobre lo que él 
denomina como argumentos racionales para impedir la legalización de una unión 
de pareja homosexual en matrimonio.  
 
“(…) 
 4. No existe ningún fundamento para asimilar o establecer analogías, ni 
siquiera remotas, entre las uniones homosexuales y el designio de Dios 
sobre el matrimonio y la familia. El matrimonio es santo, mientras que 
las relaciones homosexuales contrastan con la ley moral natural. Los 
actos homosexuales, en efecto, "cierran el acto sexual al don de la vida. 
No proceden de una verdadera complementariedad afectiva y sexual. 
No pueden recibir aprobación en ningún caso. 
En la Sagrada Escritura las relaciones homosexuales "están 
condenadas como graves depravaciones... (cf. Rm 1, 24-27; 1 Cor 6, 
10; 1 Tim 1, 10). Este juicio de la Escritura no permite concluir que 
todos los que padecen esta anomalía sean personalmente 
responsables de ella; pero atestigua que los actos homosexuales son 
intrínsecamente desordenados". El mismo juicio moral se encuentra en 
muchos escritores eclesiásticos de los primeros siglos, y ha sido 
unánimemente aceptado por la Tradición católica.  
Sin embargo, según la enseñanza de la Iglesia, los hombres y mujeres 
con tendencias homosexuales "deben ser acogidos con respeto, 
22 Ídem. 
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compasión y delicadeza. Se evitará, respecto a ellos, todo signo de 
discriminación injusta". Tales personas están llamadas, como los demás 
cristianos, a vivir la castidad. Pero la inclinación homosexual es 
"objetivamente desordenada", y las prácticas homosexuales "son 
pecados gravemente contrarios a la castidad".23  
 
Luego de brindar razones de carácter social, moral, biológico, entre otros que 
serán tratados en este trabajo más adelante, termina concluyéndose por este autor 
que: 
 
“La Iglesia enseña que el respeto hacia las personas homosexuales 
no puede en modo alguno llevar a la aprobación del 
comportamiento homosexual ni a la legalización de las uniones 
homosexuales. El bien común exige que las leyes reconozcan, 
favorezcan y protejan la unión matrimonial como base de la familia, 
célula primaria de la sociedad. Reconocer legalmente las uniones 
homosexuales o equipararlas al matrimonio, significaría no 
solamente aprobar un comportamiento desviado y convertirlo en un 
modelo para la sociedad actual, sino también ofuscar valores 
fundamentales que pertenecen al patrimonio común de la 
humanidad. La Iglesia no puede dejar de defender tales valores, 
para el bien de los hombres y de toda la sociedad.”24  
 
Tras la lectura del concepto que posee la iglesia católica sobre la unión 
matrimonial de parejas homosexuales indudablemente se puede percibir el 
acérrimo repudio que ésta institución profesa por la comunidad homosexual y 
cualquier forma de expresión que relacione la condición homosexual de una 
 
23 Ídem. 
24 Ídem. 
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persona; cosa que marca una abierta contradicción con el principio religioso de 
amarnos los unos a los otros porque todos somos hermanos hijos de un único 
Dios.  Y si tal acepción fue concebida por el propio Jesús Cristo (hijo de Dios) sin 
hacer distingo alguno sobre condición social, nivel cultural, grado de culpabilidad 
en pecados, cualidades o defectos, o género de las personas; entonces no resulta 
comprensible la razón que tiene la autoridad eclesiástica para catalogar como 
seres aberrantes a los homosexuales sin el más mínimo de consideración a su 
naturaleza humana y endilgarles una incauta culpabilidad por catalogar sus 
comportamientos como desviados y propios de pecadores, pues ello no es más 
que una simple discriminación por la condición sexual que las personas 
homosexuales presentan, y al tenerse en cuenta que en el contexto jurídico-social 
global la discriminación no puede ser aceptada en ninguna forma que atente contra 
la persona por el sólo hecho de considerársele a ésta “ser humano”, queda 
entonces sin sustento valido (ni religioso ni jurídico) el postulado de limitación al 
derecho a conformarse una familia por una pareja homosexual que ha impuesto la 
iglesia católica frente al desarrollo jurídico que la legislación internacional ha venido 
presentando al respecto.  De hecho llama la atención que dicha institución religiosa 
sea capaz de manifestar de forma inescrupulosa que “… según la enseñanza de la 
Iglesia, los hombres y mujeres con tendencias homosexuales "deben ser acogidos 
con respeto, compasión y delicadeza. Se evitará, respecto a ellos, todo signo de 
discriminación injusta"25; pues como se ha dicho no puede aceptarse de ninguna 
manera que se promocione discriminación alguna en contra de las personas, así 
sea que quien lo haga, trate de validarla como una discriminación justa como se 
denota del ensayo que se analiza, pues “la discriminación” sea cual sea resulta 
injusta siempre, en tanto que es un concepto que comporta una carga negativa 
ante la efectividad de los derechos humanos.   
 
25 Ídem. 
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2.3  CONCEPTO DE PAREJA HOMOSEXUAL DESDE LAS PERSPECTIVAS 
INSTITUCIONALES DEL ESTADO COLOMBIANO. 
El Estado colombiano posee ciertas instituciones con funciones definidas por la ley 
para el ejercicio del control y garantía en las actuaciones de sus funcionarios y 
trámites administrativos en específicos sectores, en pro de los derechos humanos 
y los catalogados como fundamentales.  Se encuentra por ello, que frente al 
conflicto suscitado por la reclamación de los derechos de los homosexuales en 
nuestro país, como rezago de la ola jurídica internacional que los ha reconocido y 
hace respetar, ciertos funcionarios de gran envergadura nacional, han emitido al 
respecto del derecho a formarse una familia homosexual opiniones de carácter 
denegatorio, dejando una postura aparentemente inamovible. 
 
2.3.1 Conceptos expuestos por la Procuraduría General de la Nación. La 
Procuraduría General de la Nación es una institución que tiene por misión 
“Vigilar el cumplimiento de la Constitución y la Ley, promover la protección 
de los derechos fundamentales, el respeto de los deberes ciudadanos y 
proteger el patrimonio público, siendo referente de eficiencia, eficacia y 
valoración ética en el ejercicio de la función pública, en pro del cumplimiento 
de los fines del Estado.”  Es de observar que, entonces la función del 
Procurador General debe corresponder a los lineamientos planteados a la 
institución como misión de la misma; sin embargo, en este caso se puede 
entrever que tal deber ha sido parcializado por las acepciones moralistas 
que el funcionario posee frente al tema de la homosexualidad.    
El Procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado ha 
hecho público el concepto 4726 que presentó en febrero de 2010 ante la 
Corte Constitucional y en el cual planteó el significado de familia y el interés 
superior del niño en situación de adopción.26  
26 Procurador General explica concepto de familia. Bogotá: Procuraduría General de la Nación, 
2009. [Consultado 13 de enero de 2010]. Disponible en internet:  
http://www.procuraduria.gov.co/html/noticias_2009/noticias_547_prueba.htm.   
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 En su ponencia, precisó que si bien es cierto que solicitó al Alto Tribunal 
declarar la constitucionalidad del numeral 3° del artículo 68 de la Ley 1098 
de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia), en concordancia con la 
ley 54 de 1990 (Regulación de las Uniones Maritales de Hecho conformadas 
por un hombre y una mujer), esto no quiere decir que no pueda existir otro 
tipo de relaciones sociales, como las relaciones de los convivientes del 
mismo sexo, que constituyendo una “comunidad de vida permanente y 
singular” puedan ser protegidas en sus derechos. Pero esa protección no es 
equiparable, porque no se da el presupuesto de existencia, a la que 
constitucionalmente requiere la familia”27.  
 
Igualmente sostuvo que dentro del Estado Social de Derecho, que reconoce 
el principio de la pluralidad de la sociedad, lo cual implica aceptar la 
existencia de diversas formas de interpretar las relaciones sociales, 
incluidas las relaciones familiares, ha de acogerse un principio de 
razonabilidad y de justicia que justifique tales interpretaciones dentro del 
marco constitucional, pues no sería razonable que todo puede ser familia o 
nada puede ser familia.  
 
Para el Procurador la familia debe ser entendida como lo indica el artículo 
42 de la Constitución Política , en su inciso primero establece que la familia 
“se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un 
hombre y de una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla”, haciendo énfasis en que la familia que protege 
la Carta Política es una familia monogámica y heterosexual, lo cual no ha 
sido razón excluyente para que la propia Corte reconozca, en su ya 
reiterada jurisprudencia, derechos a las parejas convivientes del mismo 
sexo. 
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 Tal concepto ha sido ratificado mediante el comunicado hecho frente a la 
sentencia C-283 de 2011 proferida por la Corte Constitucional28, con la cual 
se condicionó la exequibilidad de ciertas normas del código civil a ser 
interpretadas de forma que se incluyera sus efectos sobre las parejas 
homosexuales que se hayan instituido como uniones maritales de hecho, en 
tanto que la Procuraduría General de la Nación expreso:29    
“(…) 
Para la Procuraduría General de la Nación, si bien esta decisión 
significa que con fundamento en esta sentencia las personas que 
integran uniones maritales de hecho o parejas del mismo sexo 
pueden acceder a la porción conyugal, debe destacarse que en la 
misma sentencia esa Corporación resolvió “EXHORTAR al Congreso 
para que legisle de manera sistemática y ordenada sobre las materias 
relacionadas con las uniones maritales de hecho y las parejas del 
mismo sexo”, pues consideró, según palabras del Presidente de la 
Corte Constitucional, que éste es el “foro de la democracia y en 
donde la sociedad civil puede ser consultada, para que legisl[e] de 
manera sistemática y ordenada sobre las materias relacionadas con 
las uniones maritales de hecho y las parejas del mismo sexo, de 
forma tal que a futuro existan soluciones legales a las diversas 
controversias y reclamaciones que puedan surgir a partir de los 
reconocimientos  que ha venido efectuando esta Corporación”.  
27 Ídem. 
28 Sentencia C-283 de 2011. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
29  Boletín N° 432 de fecha 15 de abril de 2011, tomado de la página web de la Procuraduría 
General de la Nación. Disponible en internet: 
http://www.procuraduria.gov.co/html/noticias_2011/noticias_432.html. (consultada el 20 de abril de 
2011) 
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En este debate democrático, y en la medida de sus posibilidades, el 
Ministerio Público  participará activamente, con el único propósito de 
vigilar el cumplimiento de la Constitución,  proteger los derechos 
humanos, asegurar su efectividad y defender los intereses de la 
sociedad y el medio ambiente (artículo 277 de la C.P). 
   
Debe destacarse, también, que tal y como se reitera en el comunicado 
citado, la decisión adoptada por la Corte Constitucional tan sólo versa sobre 
la porción conyugal entendida como “protección patrimonial” y no significa 
una modificación de las definiciones constitucionales de matrimonio y 
familia.  
 
Por esta razón, la Procuraduría General de la Nación debe señalar que la 
decisión adoptada, como se concluye de lo que ha explicado el Presidente 
de esa Corporación:  
(i) No modificó ni sustituyó los conceptos constitucionales de matrimonio 
y familia y  
(ii) No equiparó el matrimonio con la unión marital de hecho, ni el 
matrimonio o la unión marital de hecho a las parejas conformadas por 
personas del mismo sexo.” 
 
2.3.2 Conceptos expuestos por la Defensoría del Pueblo y el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar.   La Defensoría del Pueblo es la 
institución del Estado colombiano responsable de impulsar la efectividad de 
los derechos humanos en el marco del Estado Social de Derecho, 
democrático, participativo y pluralista, mediante la promoción, divulgación y 
defensa de los derechos humanos, como el fomento del respeto al Derecho 
Internacional Humanitario.  Por su parte el Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar (ICBF)  es una institución estatal que trabaja por el pleno desarrollo 
de la primera infancia y el bienestar de las familias colombianas con el fin de 
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cultivar ciudadanos tolerantes, responsables y solidarios, construyendo una 
Colombia próspera y democrática. No obstante lo anterior, estas 
instituciones han marcado una fuerte posición de oposición frente a la 
aceptación y desarrollo de normatividad jurídica que le garantice a los 
homosexuales colombianos la efectividad de sus derechos individuales y en 
especial al de constituir una familia.      Así se tiene que en cuanto a las 
posturas adoptadas por el Defensor del Pueblo, Dr. Volmar Antonio Pérez 
Ortiz, y la Directora del ICBF, Dra. Elvira Forero Hernández, si bien no se ha 
hecho un pronunciamiento formal público sobre la homosexualidad en 
Colombia, si se ha entrevisto las opiniones que a nivel personal emiten 
estos funcionarios respecto del tema, en la medida que aseveran el 
compartir el pronunciamiento de la procuraduría general de la nación sobre 
el tema de la adopción de menores por parte de parejas homosexuales30.   
 
A pesar que tanto la Defensoría del Pueblo como el ICBF en la actualidad 
se encuentran desarrollando programas que buscan la inclusión de la 
comunidad homosexual dentro de ciertos espacios de la sociedad civil, en 
pro de contribuir en el manejo de la tolerancia y respeto por las personas sin 
distintos raciales, sexuales, o de nivel social, su posición frente a la 
aprobación de aceptarse una pareja homosexual y concederle su estatus de 
familia ante el Estado, ha quedado plantada  dentro de la negativa que ha 
sentado la Procuraduría General de la Nación al haberse profesado el 
respaldo por parte de las directivas de estas instituciones públicas, 
especialmente en los casos en que el ICBF ha denegado la adopción a 
parejas del mismo sexo bajo el argumento de ser ello contrario a la ley. 
 
30 Prohibición de adopción por parte de parejas de homosexuales.  Bogotá D.C.: Defensoría del 
Pueblo, 2006. [Consultada 20 de abril de 2011]. Disponible en internet: 
http://www.defensoria.org.co/?_s=ojc&_es=0&_a=1&_b=96 
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Una referencia sobre las gestiones realizadas por la Procuraduría General 
de la Nación, la Defensoría del Pueblo y el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familia en torno a la promoción y garantía de los derechos de los 
homosexuales en Colombia, es el informe presentado ante la Corte 
Constitucional dentro del proceso de revisión de la tutela sobre la sentencia 
T-314 de 201131, proferida sobre el expediente N° T-2643229, tras la 
solicitud elevada por la Corporación Judicial sobre el desarrollo de políticas 
públicas orientadas a eliminar las causas que propician o permiten la 
discriminación de la población LGBTI en Colombia, cuyo contenido de 
informes se presenta a continuación.  
 
 
Procuraduría General de la Nación 
El actual Procurador Delegado en Materia de Derechos Humanos y Asuntos 
Étnicos informa que mediante Resolución Núm. 316 del 02 de octubre de 
2010, proferida por el Procurador General, se crearon los grupos de trabajo 
de la Procuraduría Delegada, dentro de los cuales figura el grupo de 
asuntos étnicos y minorías sexuales, al cual se le asignaron las funciones 
relacionadas con la prevención de las violaciones a los derechos de este 
sector de la población, particularmente la de adelantar labores de 
seguimiento a las políticas públicas relacionadas con la materia.  
 
Comenta que en desarrollo de dichas funciones se formuló la Acción 
Preventiva Núm. 04 del 5 de febrero de 2010 denominada “Fortalecimiento 
de la función preventiva de la Procuraduría General de la Nación en materia 
de derechos de la población LGBTI”. Política que comprende varios 
componentes, entre ellos uno de capacitación, a través de los cuales se ha 
31 Sentencia T-314 de 2011. M.P. Jorge Ivan Palacio Palacio. 
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venido avanzando en el fortalecimiento institucional para atender las 
demandas y quejas presentadas por los integrantes de esta población. 
 
 
Defensoría del Pueblo 
El representante constitucional de la entidad, manifiesta que la Defensoría 
en ejercicio de sus competencias ha  elaborado propuestas y 
recomendaciones a fin de garantizar la promoción y el respeto de los 
derechos constitucionales por parte de las distintas autoridades públicas. 
 
Señala que hace más de cinco años se identificó la necesidad de propiciar 
iniciativas de distinto tipo para avanzar en la lucha contra la discriminación y 
lograr así una mejoría en el goce y ejercicio de sus derechos por parte de 
poblaciones, grupos y colectivos tradicionalmente discriminados, tarea que 
le fue encomendada a la Defensoría Delegada para Asuntos 
Constitucionales y Legales. Dentro de ellas resalta las acciones de tipo 
legislativo y aquellas relacionadas con la sensibilización social de 
funcionarios públicos en particular, que ha implementado la Defensoría 
Delegada para luchar contra la discriminación -dentro de las que se hace 
alusión específica a la comunidad LGBT, en las siguientes líneas de 
acción32:  
 
1. “Estatuto Antidiscriminación”: proyectos de ley estatutaria Núm. 68 de 
2007 Senado, 66 de 2008 Cámara y 103 de 2009 Cámara, iniciativas dentro 
de las cuales se han contemplado derechos y garantías para las personas 
del colectivo LGBT (en los ámbitos laboral, educativo, de seguridad social y 
salud, etc.) y estrategias para la inclusión de sus particulares necesidades 
en el diseño y ejecución de políticas públicas, entre otros asuntos.  
32 Idem., p. 66-68. 
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2. Proyecto y Plan de Acción 2006-2008: “Bogotá Plural: un lugar para la 
diversidad”. En virtud del cual se elaboraron y difundieron, entre la 
ciudadanía en general y servidores públicos del Distrito Capital, piezas 
comunicacionales -afiches, pendones, eucoles (publicidad en paraderos de 
buses), carpetas, postales, folletos, botones y un video- alusivos al respeto 
por la diferencia, dentro de las que se encontraban algunas relacionadas 
con parejas del mismo sexo y personas transgeneristas. 
3. De otra parte, la Defensoría del Pueblo señala que intervino en el proceso 
de inconstitucionalidad contra expresiones contenidas en distintas 
disposiciones legales, cuyo trámite concluyó con la Sentencia C-029 de 
2009. En esa ocasión, explica la Entidad apoyó los cargos de los 
demandantes en los que se planteaban diferencias de trato injustificadas 
entre parejas heterosexuales y homosexuales en situaciones asimilables, 
restrictivas de los derechos de los integrantes de estas últimas, y por tanto, 
contemplativas de un déficit de protección contrario a la Constitución.  
4. Señala que la Defensoría Delegada, además, ha participado en el 
Proyecto LGBT "País Diverso con Derechos", liderado por la Personería de 
Medellín y auspiciado por la Federación Nacional de Personerías –Fenalper. 
Precisa que en el marco de tal proyecto, se llevó a cabo un primer taller (del 
11 al 13 de junio de 2009) con algunos/as personeros/as de diferentes 
municipios del país, denominado “Documentación y seguimiento de casos 
de discriminación a la población LGBTI”, el cual fue apoyado por la 
Defensoría Delegada con una exposición sobre su trabajo en la lucha contra 
la discriminación -en particular hacia la población LGBT- y las herramientas 
jurídicas y pedagógicas actualmente disponibles para abordar, desde el 
Ministerio Público, diferentes problemáticas de la población LGBT. 
5. Agrega que esa dependencia participó en la construcción del eje temático 
de lucha contra la discriminación y promoción del respeto a las identidades, 
del Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos y Derecho Internacional 
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Humanitario, cuyo contenido se espera sea dado a conocer próximamente 
por la Vicepresidencia de la República. 
6. Afirma que la Defensoría Delegada ha participado igualmente en 
convocatorias lideradas por el Ministerio del Interior para la construcción de 
una política pública nacional para la población LGBT. 
7. A nivel interno señala que se ha adelantado un proceso de sensibilización 
sobre el respeto y reconocimiento del derecho a la igualdad y la no 
discriminación entre (junio-julio 2009). En especial con talleres, inicialmente 
dirigidos a todas las personas vinculadas laboralmente a once (11) 
Defensorías Regionales, en el que se buscó diagnosticar la percepción y el 
grado de conocimiento que sobre el tema tiene la ciudadanía, así como 
sensibilizar a los servidores/as frente a aquellas conductas discriminatorias 
que pueden ser asumidas y deben eliminarse en el desempeño laboral y, 
por qué no, personal. Este proceso ha requerido realizar énfasis, 
particularmente, en la situación de discriminación que soporta la población 
LGBT. 
 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) 
El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del ICBF responde que sí existe en la 
actualidad una política pública relacionada con la población LGBTI en el 
instituto, habida cuenta de que el Estado colombiano ha reconocido la 
obligación constitucional de proteger la diversidad étnica y cultural del país, 
deber que se concreta en importantes avances en los marcos legales de 
protección de los derechos individuales y colectivos de los colombianos 
precisa que el ICBF ha incluido en todos sus lineamientos técnicos la 
perspectiva de género. 
 
Señala que ha sido prevalente la adopción del enfoque diferencial en sus 
lineamientos, plasmando acciones que fortalecen el reconocimiento, la 
representación, la inclusión y la visibilización de los grupos étnicos y 
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culturales que integran la Nación, partiendo del principio del derecho a la 
igualdad y teniendo en cuenta que no todas las diferencias de trato 
constituyen discriminación, siempre y cuando los criterios para tal 
diferenciación sean razonables y que el objetivo sea  lograr un propósito 
legítimo. Sobre la base de este principio, es pertinente partir de una 
diferenciación positiva y no de una discriminación positiva, encontrando que 
ciertos grupos de personas tienen necesidades de protección diferenciales a 
raíz de sus situaciones específicas y en algunos casos de vulneración o 
vulnerabilidad. Lo anterior, con base en la aplicación de la perspectiva de 
género contemplada en el artículo 12 de la Ley 1098 de 2006, Código de la 
Infancia y la Adolescencia. 
 
Precisa que según los lineamientos Técnicos para el Marco General y 
orientaciones de políticas públicas y planes territoriales en materia de 
infancia y adolescencia, aprobados por la Dirección General del ICBF 
mediante Resolución 910 de 2007, aplicables a todos las entidades 
integrantes del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, se debe buscar 
progresivamente y con el concurso activo de instituciones y ciudadanía, que 
los niños, las niñas y los adolescentes, logren su “pleno y armonioso 
desarrollo en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y 
comprensión; lo anterior en la prevalencia del reconocimiento a la igualdad y 
la dignidad humana y sin discriminación alguna”. En cuanto a  las 
concepciones y prácticas relacionadas con la infancia y la adolescencia, 
señala el mismo lineamiento que se debe “asumir en la práctica cotidiana y 
en los distintos servicios el enfoque diferencial, que exige acciones acordes 
con la diversidad humana en cuanto género, etnia, capacidades 
diferenciadas o discapacidad, ciclos de vida, diversidad sexual, condiciones 
de vulnerabilidad (enfermedades crónicas o discapacitantes, condiciones de 
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precariedad económica, orfandad) y otras condiciones diferenciales 
biológicas o socioculturales.”33 
 
Igualmente, estima que en las directrices técnicas para la inclusión y 
atención de familias, aprobados mediante Resolución 2366 del 24 de 
septiembre de 2007, el ICBF incluye el tema de género, por ejemplo en la 
Política Haz Paz, la cual trata que será a través de estrategias pedagógicas 
y de la apropiación de contenidos y habilidades como se buscará fortalecer 
factores protectores de la pareja, la familia y la comunidad como medio de 
prevención de la violencia intrafamiliar y lograr un cambio cultural necesario 
para formación de familias democráticas, tolerantes de las diferencias, 
respetuosas de la dignidad y de los derechos de sus miembros sin distingo 
de edad, género, cultura o capacidad física o intelectual. 
 
2.3.3 Conceptos sentados por la Corte Constitucional de Colombia.  Por su 
parte la Corte Constitucional, que es un organismo perteneciente a la rama 
judicial del Poder Público, creada por la actual Constitución Política y a la 
cual se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Carta 
Política, ha emitido una serie de sentencias que avivan el precedente 
jurisprudencial, como una forma de aterrizar los derechos de los 
homosexuales en Colombia.  Así tenemos por ejemplo, como se habla por 
algunas organizaciones activistas de los derechos de las personas 
homosexuales, sobre los  de ciertos triunfos para la comunidad gay, al 
haberse proferido las siguientes sentencias: 
 
• SENTENCIA C – 75 DE 2007, M.P. RODRIGO ESCOBAR GIL: La 
Corte Constitucional les reconoció a las parejas gay los mismos 
derechos patrimoniales de las uniones homosexuales. 
33 Ídem., p. 69-71. 
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 • SENTENCIA C-336 DE 2008, M. P. CLARA INÉS VARGAS 
HERNÁNDEZ: La Corte Constitucional les reconoció a las parejas gay 
el derecho a acceder al derecho de pensión de sobrevivientes. 
 
• SENTENCIA C- 811 de 2007, M.P. MARCO GERARDO MONROY 
CABRA: La Corte Constitucional les estableció  el beneficio de la 
cobertura en salud, es decir que el cotizante a sistema de salud puede 
afiliar a su pareja homosexual que se encuentre desempleada a la 
cobertura de plan obligatorio de salud, en calidad de beneficiario. 
 
• SENTENCIA C-798 DE 2008, M.P. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO: La 
Corte Constitucional declara inexequible la expresión “únicamente” 
contenida en el parágrafo 1 del artículo 233 del C. P., modificado por 
la Ley 1181 de 2007 que les extendió a los compañeros permanentes 
la facultad de denunciar la inasistencia alimentaria, condicionando la 
norma a entenderse que los homosexuales que conformen uniones 
maritales de hecho también pueden denunciar a su compañero 
permanente por inasistencia alimentaria. 
 
• SENTENCIA C- 283 de 2011, JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB 
: La Corte Constitucional resolvió declarar la exequibilidad de las 
normas demandas del código civil colombiano, condicionando la 
interpretación de las normas demandadas, indicando que éstas se 
ajustan a la Constitución “siempre y cuando se entienda que a la 
porción conyugal  en ellos regulada, también tienen derecho el 
compañero o compañera permanente y la pareja del mismo sexo” y 
“EXHORTAR al Congreso para que legisle de manera sistemática y 
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ordenada sobre las materias relacionadas con las uniones maritales de 
hecho y las parejas del mismo sexo”. 
 
• SENTENCIA C-577 de 2011, M.P. GABRIEL EDUARDO MENDOZA 
MARTELO: La Corte mantuvo la definición de matrimonio vigente 
desde 1887, pero reconoció que la unión habida entre personas del 
mismo sexo como pareja estable, es un modelo de familia y ordenó al 
Congreso legislar antes de julio del 2013 sobre este asunto a fin de dar 
garantías a la existencia de la familia homosexual. 
 
• SENTENCIA C-238 de 2012, M.P. GABRIEL EDUARDO 
MENDOZA MARTELO: La Corte establece el derecho sucesoral 
para compañeros permanentes del mismo sexo. 
 
• SENTENCIA T-101 DE 1998, M.P. FABIO MORON DIAZ: Reiteró la 
inconstitucionalidad del tratamiento discriminatorio en los 
establecimientos educativos y en la propia estructura del sistema de 
educación. 
 
• SENTENCIA  T–499 DE 2003, M.P. ÁLVARO TAFUR GALVIS: Esta 
sentencia de Tutela les garantizo a las uniones gay el derecho a la 
visita conyugal. 
 
• SENTENCIA  T–717 DE 2011, M.P. LUIS ERNESTO VARGAS 
SILVA: Esta sentencia de Tutela ratifica otros medios de prueba para 
demostrar la existencia de la Unión  Marital de Hecho, diferentes al 
acta de conciliación o escritura pública. 
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• SENTENCIA  T–909 DE 2011, M.P. JUAN CARLOS HENAO PÉREZ: 
Esta sentencia de Tutela permite la expresiones de afecto de las 
parejas homosexuales en espacios públicos, al reprochar como 
discriminante la conducta de sacar de un centro comercial a una 
pareja homosexual por darse besos en público. 
 
• SENTENCIA  T–276 DE 2012, M.P. JORGE IGNACIO PRETELT 
CHALJUB: Esta sentencia de Tutela permite la adopción individual a 
personas de condición homosexual. 
 
De los fallos más relevantes que se han presentado sobre el tema de la 
homosexualidad en Colombia se puede destacar que la Corte Constitucional 
en sentencia  C -336 de 200834, estableció que las parejas del mismo sexo 
tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes siempre y cuando cumplan 
con los mismos requisitos legales establecidos para las parejas 
heterosexuales.  Allí fueron demandadas la expresión compañera y 
compañero permanente  contenido en el artículo 1° de la ley 54 de 1999 que 
definen las uniones maritales entre compañeros permanentes y los artículos 
47, 74 y 163 de la ley 100 del 93 que definen los requisitos de acceso a la 
pensión de sobrevivientes.  Al respecto la Corte Constitucional, tras hacer 
un análisis y advertir que el ámbito de configuración legislativa se encuentra  
limitado por  la constitución y por el respeto de los derechos fundamentales 
de las personas;  afirmó que la exclusión de la pareja del mismo sexo entre 
las personas beneficiarias de la pensión de sobrevivientes implica una 
discriminación por razón de esa libre opción de vida, con lo cual se vulnera 
la dignidad de los miembros de la pareja, razón por la cual declaró la 
exequibilidad condicional de la expresión Compañera o compañero  
permanente en el sentido que la expresión demandada debe comprenderse 
34 Sentencia C-336 de 2008, M. P. Clara Inés Vargas Hernandez. 
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bajo el entendido de que incluye a las uniones gay, las que deberán cumplir 
con las mismas obligaciones  que se les exigen a las parejas heterosexuales 
para acceder a la protección, connotando que la pensión de sobrevivientes 
es un manifestación del derecho a la seguridad social consagrado en el 
artículo 48 de la constitución.  
 
Sin embargo, esta digna corporación judicial, también ha emitido fallos que 
delimitan el derecho a conformarse una familia en los términos en que ésta 
es concebida por el artículo 42 de la constitución política y la ley vigente por 
parte de una pareja homosexual, tal como se deduce de las consideraciones 
expuestas para declarar la exequibilidad de la norma que regula la adopción 
de los niños sólo por parte de parejas heterosexuales. 
 
Tal antecedente hace alusión al caso en que se presentó demanda de 
inconstitucionalidad contra los artículos 89 y 90 (parciales) del Código del 
Menor, de acuerdo con los cuales, por un lado, se exige para la adopción 
que los padres tengan una conducta moral apropiada y por otro, impide que 
las parejas homosexuales puedan adoptar un menor. La Corte declara 
constitucional los apartes de los artículos demandados considerando que la 
exigencia de idoneidad moral hecha por el artículo 89 del Código del Menor 
a quienes pretenden adoptar, no desconoce la Constitución, bajo el 
entendido de que dicha exigencia debe entenderse como referida a la 
noción de moral social o moral pública y no a la imposición de sistemas 
particulares normativos de la conducta en el terreno ético. 
 
La Corte encontró que la limitación del derecho de adoptar impuesta a 
quienes viven de conformidad con sistemas morales distintos del propuesto 
por la moral pública, aunque significa una restricción fuerte del derecho al 
libre desarrollo de la personalidad (porque imposibilita llegar a ser padre o 
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madre por la vía de la adopción), es la única manera de garantizar la 
prevalencia de los objetivos superiores relativos a la finalidad moral de la 
educación, dada la condición de los padres de ser los primeros y principales 
educadores de sus hijos. En lo que concierne al requisito de idoneidad moral 
exigido por la norma a quienes pretendan adoptar, la Corte encontró que la 
disposición no se refería de manera explícita a la condición de homosexual 
del solicitante, para indicar que tal condición fuera indicativa de la falta de 
dicha idoneidad. 
 
Así, en lo que tiene que ver con la adopción de menores por parte de 
parejas homosexuales, la Corte sostuvo que la familia que el constituyente 
optó por proteger es la que emana de la unión heterosexual y monogámica, 
lo cual tiene el alcance de discriminar a quienes deciden mantener una 
relación homosexual estable. Desde este punto de vista, al Legislador no le 
resulta indiferente el tipo de familia dentro del cual autoriza insertar al 
menor, teniendo la obligación de proveerle aquella que responde al 
concepto acogido por las normas superiores. La disposición que ocupa la 
atención de la Corte únicamente pretende proteger la familia constitucional, 
concediéndole el derecho de constituirse con fundamento en la adopción. 
 
Según la Alta Corporación Judicial la norma que regula la adopción de 
menores no discrimina a las parejas homosexuales, como tampoco a 
ninguna otra forma de convivencia o de unión afectiva que pudiera llamarse 
familia, pero que no es la protegida por el artículo 42 de la Constitución. Por 
eso no puede ser considerada discriminatoria, sino más bien, proteccionista 
de la noción superior de unión familiar, de manera que el hecho de la 
adopción por parte de los homosexuales no es posible en cuanto a que para 
el niño podría resultar inidónea la convivencia en ese tipo de entorno.35 
35 Sentencia de Constitucionalidad N° C-814 del 02 de agosto de 2001, M.P. Dr. Marco Gerardo 
Monroy Cabra.  
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 Sin embargo, en reciente fallo sobre la constitucionalidad del artículo 113 del 
Código Civil Colombiano, la Corte Constitucional amplió nuevamente la 
esperanza de la comunidad LGTB a reconocerse legalmente su derecho a 
conformarse una familia en igualdad de condiciones a las parejas 
heterosexuales, en tanto que si bien con una votación unánime, los nueve 
magistrados de la Corte Constitucional dejaron a salvo la definición de 
matrimonio que está vigente en Colombia desde 1887 instituida dentro del 
marco legal civil, en donde se hace referencia de manera inequívoca a la 
unión de un hombre y una mujer; también marcaron la pauta que apunta 
hacia un nuevo precedente judicial que abandona la cerrada concepción de 
familia al manifestar en la sentencia C-577 de 201136, que las parejas 
homosexuales tienen derecho a conformar una familia. 
 
La Corporación ratificó la exequibilidad de las normas civiles que limitan el 
contrato nupcial a la unión de hombre y mujer, es decir que no permiten tal 
acto entre personas del mismo sexo.  Pero amplio su posición frente a la 
concesión y reconocimiento de derechos a las personas con condición 
sexual diversa, al estipular que las parejas homosexuales sí podrían 
constituir una familia, pero no pueden contraer matrimonio bajo los 
preceptos legales de la normatividad vigente. 
 
Al mismo tiempo, se declaró inhibida frente al estudio de exequibilidad de la 
expresión “procrear”,  contemplada en el  artículo 113 del Código Civil, ya 
que, ésta corporación considera, ese no es el único propósito de la familia, y 
por ende concluye que las parejas gay sí puedan conformarla.  
 
36 Sentencia C-577 de 2011, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 
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Del examen realizado a la norma demandada, el alto tribunal consideró que 
la conformación del matrimonio establecida por la ley de manera exclusiva 
entre un hombre y una mujer sí se ajustaba al enunciado normativo 
expuesto en el artículo 42 de la Constitución entre otros principios, pero que 
había un déficit de garantías para los homosexuales, frente a la libertad que 
tienen los colombianos para conformar una familia. 
 
Por tanto, para la corporación, se hace necesario crear una figura especial 
que no vaya en detrimento de la concepción de la familia surgida a partir del 
matrimonio y que está consagrada en el Código Civil y en la Constitución 
como la unión entre un hombre y una mujer. De ahí que la Corte haya 
exhortado al Congreso de la República a legislar sobre el reconocimiento de 
las uniones homosexuales, anteponiendo una fecha límite para tal labor, al 
manifestarse que si en dos años esto no ha ocurrido, las parejas 
homosexuales podrán acudir ante un notario para legalizar su unión.  Es 
decir que, si al 20 de junio de 2013 las parejas del mismo sexo no son 
cobijadas por una nueva normatividad civil que les permita hacerse a gran 
parte de los derechos de los que ya gozan los matrimonios heterosexuales, 
las primeras tendrán la libertad de acudir a una Notaría para formalizar su 
unión civil con los derechos y deberes que ese acto implica, pero a través 
de una figura distinta a la del matrimonio regulado por la ley vigente. 
 
Así las cosas, las parejas gays tendrían en el 2013 la posibilidad de unirse 
en una figura similar a la del matrimonio civil, con los derechos y deberes 
que ese acto implica.  Algo parecido a lo que acontece en la actualidad 
cuando los homosexuales declaran sus uniones libres ante notarios para 
hacer valer los derechos a la seguridad social, a la pensión y a la herencia, 
que la Corte les ha venido reconociendo desde el 2007.  Sin embargo la 
Corte Constitucional aclaró que las obligaciones que hoy tienen las uniones 
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de hecho legalizadas ante notarías, no se pueden equiparar con las que 
tendría una unión formal entre homosexuales. 
 
Es evidente que el tema en el Congreso no tendría el camino fácil ya que 
seis iniciativas en el mismo sentido se han hundido en el Legislativo en los 
últimos años, pero en todo caso, el fallo constitucional remitió la discusión al 
Congreso porque consideró que el debate sobre el tema debe ser lo más 
amplio posible, con el objeto de terminar en una legislación integral y 
sistemática para que las parejas del mismo sexo se constituyan en familia. 
 
Si bien la decisión de la Corte puede ser interpretada por las organizaciones 
gay desde una perspectiva positiva como un triunfo por el avance que 
mostró sobre la concepción de la unión homosexual como familia, se 
mantiene el descontento por no lograrse el establecimiento de los derechos 
reclamados por la comunidad homosexual de una forma plena y concreta, 
pues es de considerar que la corporación judicial habría podido definir de 
una vez el matrimonio de los homosexuales en condiciones iguales a las de 
las parejas heterosexuales. Es decir que nuevamente la Corte 
Constitucional se negó a darle el sí definitivo a las parejas del mismo sexo y 
determinó que la posibilidad de que éstas puedan contraer matrimonio es un 
asunto cuyo escenario propicio es el legislativo. 
 
En la Corte queda pendiente la discusión sobre otro derecho reclamado por 
los gay: la adopción. Este tema no fue tocado en el pronunciamiento 
realizado a través de la sentencia C-577 de 201137, pero la Corte 
Constitucional tendrá que definirlo tras el estudio a efecto de la instancia de 
revisión de una tutela de una pareja de lesbianas de Antioquia que aboga 
por el derecho a la adopción de un menor. 
37 Idem. 
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3. LA LEGALIDAD EN UN ESTADO SOCIAL DE DERECHO. 
 
El derecho actual ha tratado reiteradamente de vislumbrar una postura estable 
sobre lo que debe entenderse por legalidad con el fin de que la misma sea 
imperante en todo tipo de Estado, especialmente en aquellos donde se confabula 
el ejercicio del poder político, con prácticas que atentan contra los derechos 
humanos de los ciudadanos que conforman tal Estado; situación ésta que se ve 
reflejada en la denegación del derecho a conformarse una familia por parte de una 
pareja homosexual en Colombia, cosa que es objeto del estudio y análisis que se 
realiza en este documento.  
 
Frente a esta clase de problemas donde se ve afectada la imperatividad de 
principios y derechos, tanto la doctrina como la jurisprudencia han tocado el tema 
de la legalidad dándole un matiz asertivo como mecanismo de control de la 
democracia por un lado, y como un principio jurídico que implica el estricto 
cumplimiento de la ley, por otro lado. 
 
3.1  DEFINICIÓN DE LEGALIDAD. 
La definición de legalidad ha sido un tema tratado por varios autores entre los 
cuales encontramos algunos que se caracterizan por contextualizar su concepto 
dentro del marco de lo legal, es decir sobre el plano jurídico del derecho o norma 
positiva, como lo hace el profesor Georges Vedel38  quien define la legalidad como 
“la cualidad de aquello que es conforme a la ley”. Para definir la legalidad desde un 
punto de vista general decantado de la doctrina y jurisprudencia, se puede decir 
que la legalidad hace referencia a la sujeción de la acción política, administrativa y 
social a las normas jurídicas vigentes. Pero en el momento en que la Constitución 
Política de un país establece la legalidad como una garantía, le da el estatus de 
principio con el que pretende dar la seguridad de una aplicación estable de la ley, y 
38 Vedel, Georges, Derecho Administrativo, (traducción de la 6ª edición francesa). Madrid: Aguilar. 
1980. p. 219. 
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colocar una limitación a los actos parciales o caprichosos de los funcionarios por 
medio de la existencia de un orden jurídico derivado de la misma constitución.  Por 
ende, se puede concluir que  "El principio de legalidad es la adecuación de los 
actos de la autoridad a un conjunto de normas jurídicas, las cuales deben estar 
expresadas en el ordenamiento jurídico vigente"39. 
 
Concebido así, es pertinente destacar que el principio de legalidad tiene como uno 
de sus elementos la existencia de un cuerpo normativo, o sea, la existencia de 
derecho, y como tal constituye una limitación a la actividad de la administración 
que consiste en que la autoridad administrativa no puede hacer lo que quiera sino 
aquello que le permite la ley. Por tanto, en una sociedad donde prime el principio 
de legalidad tiene que existir un estricto cumplimiento de la ley, y que ésta última 
debe estar condicionada en su forma y contenido a una norma superior. Así resulta 
que la finalidad primordial de este principio sería que este cumplimiento estricto 
sea asumido tanto por el Estado como por la sociedad civil, en consonancia con la 
garantía de estar tal sociedad protegida frente a la arbitrariedad del poder ejercido 
por las autoridades estatales. 
 
En la esfera doctrinaria, se opta por relacionar el concepto de legalidad con los 
conceptos de democracia, Imperio de la ley y Estado de Derecho, al postular que la 
finalidad de la legalidad se concreta bajo el sentido de convivir dentro de las leyes 
que desarrollan los principios de la Constitución o que se hallan en armonía con 
tales preceptos constitucionales, por ser producto de la voluntad popular y 
proporcionar la garantía plena de los derechos humanos o fundamentales. 
 
Sin embargo, existen algunas posturas que señalan que el concepto de legalidad 
debe estar despojado de todos los elementos democráticos y éticos.  Pero aún así 
no se puede perder de vista que cuando se habla de democracia se hace 
39 URUETA AYOLA, Manuel S., “El poder discrecional”, Memorias del Coloquio conmemorativo del 
bicentenario del Consejo de Estado Francés, ob. Cit., páginas 233 y siguientes. 
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referencia a un régimen estatal o político en el cual la soberanía reside en la 
ciudadanía y en consecuencia está participa en la toma de decisiones políticas, 
directamente o por medio de representantes electos, en cuya relación se establece 
cierta subordinación de toda la sociedad y del Estado y sus órganos al imperio de 
la Ley, siendo deber de tales órganos funcionar bajo parámetros de respeto 
general a las libertades individuales y los derechos ciudadanos, con lo que se 
materializa el principio de legalidad, tal como acontece en Colombia por tratarse de 
un Estado Social de Derecho. 
 
3.1.1  Dimensiones del principio de legalidad. De acuerdo con lo expresado por 
el Dr. Pedro Luis Landestoy Méndez en su artículo virtual sobre la 
legalidad40, a partir de la multidimencionalidad que denota el principio de 
legalidad, se pueden definir tres dimensiones principales en éste: una 
dimensión política, una dimensión jurídica y una dimensión ética. 
 
A saber por este autor, en su dimensión política la legalidad regula las 
relaciones que se establecen entre gobernantes y gobernados, por lo cual 
cobra gran importancia frente a esta dimensión el concepto de legitimidad y 
democracia. 
 
Desde una perspectiva de la ciencia política, el principio de legalidad como 
fundamento para la ordenación de la vida social dentro del estado; es un 
requisito y atributo del poder que limita el ejercicio del mismo. Así pues, se 
entiende que un poder es legal y actúa legalmente en proporción a la forma 
de ser constituido con sujeción al conjunto de normas que lo definen  y 
permiten su ejercicio en concordancia con reglas previamente establecidas. 
40 LANDESTOY MENDEZ, Pedro Luis. El Principio De Legalidad: Mecanismo De Control De La Democracia O 
Estricto Cumplimiento De La Ley. 2008. [Consultado el 25 de marzo de 2010]. Disponible en internet: 
http://www.articuloz.com/authors/56701. 
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Por tanto la política hace necesario que el concepto de legalidad esté 
estrechamente relacionado con el de legitimidad; entendiéndose que el 
primero se refiere al ejercicio del poder y el segundo a la titularidad del 
mismo. Así es preciso comprender que un poder es legítimo cuando su 
titularidad tiene un sustento jurídico válido, y es legal cuando los actos de 
autoridad que emanan del mismo se ajustan a las leyes vigentes; es decir 
que de no existir tal apego a las leyes, dicho poder, resulta siendo un poder 
arbitrario. 
 
Acudiendo a la reseña histórica, se ha encontrado que desde la época 
antigua el filósofo Platón planteaba la contraposición entre "el gobierno de 
los hombres" y el "gobierno de las leyes", como explicación que en el 
primero los gobernados están sujetos a la arbitrariedad del gobernante, y en 
el segundo los gobernados cuentan con mayores posibilidades para conocer 
de antemano los límites y alcances del ejercicio de la autoridad. Hablando 
ya en términos modernos donde el principio de legalidad se ha establecido, 
los gobernados cuentan con un cierto grado de certeza y seguridad jurídica 
y disfrutan, en principio, de un estado de igualdad frente a la ley.  Sin 
embargo, es de anotar, que la existencia de un determinado cuerpo 
normativo que regule las condiciones del ejercicio del poder político no 
garantiza, por si sola, la vigencia de un catálogo de garantías de seguridad 
jurídica para la sociedad sobre quién se ejerce la autoridad.  Ello sólo se 
consigue a través de ciertos elementos que correspondan al ideal del 
derecho que "debe ser" y que da lugar a definir la clase de Estado.   
 
Por ejemplo, en un Estado de Derecho moderno, no basta con la existencia 
de normas jurídicas y con el apego a las mismas por parte de quién detenta 
el poder político sino que es necesario, para garantizar efectivamente el 
imperio de la legalidad, que esas normas cuenten con una serie de 
características en su origen y estructura (aspecto estático del derecho) y 
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que sean aplicadas respetando determinados criterios (aspecto dinámico del 
derecho).  
 
El Principio democrático es el elemento de mayor importancia dentro de la 
dimensión política del principio de legalidad, el cual hace referencia a que la 
ley debe ser la expresión de soberanía de los ciudadanos a que se aplica, 
resguardando el compendio de derechos fundamentales que éstos poseen. 
 
Así entonces un Estado que profesa el principio de legalidad, no sólo impide 
el autoritarismo y el gobierno dictatorial sino que además pone freno a la 
concepción totalitaria de la democracia, de la mayoría aplastante y sin 
límites a través de medios de control que hagan dicho principio efectivo y lo 
conviertan en una realidad práctica, bajo la convicción por la cual se 
obedece a un poder, es decir, lo que se conoce como el imperio de la ley. 
 
En cuanto a la dimensión jurídica enunciada por Landestoy Méndez41, se 
tiene que ésta regula cómo debe estar conformado y establecido el 
ordenamiento jurídico y al mismo tiempo fija las características que deben 
presentar las normas. Es así que dentro de la dimensión jurídica del 
principio de legalidad existe una serie de parámetros técnicos estrictamente 
establecidos; de los cuales se destaca la existencia de un cuerpo normativo 
emitido por una autoridad jurídicamente reconocida, cómo lo es el Congreso 
de la República; que dicho cuerpo normativo debe estar integrado por 
normas estables, irretroactivas, generales, claras y debidamente publicadas 
y; que debe ser ejecutado por una institución imparcial, que en Colombia 
corresponde a la Rama Ejecutiva, mediante procedimientos normativos 
accesibles para todos que garanticen que toda sanción o pena se encuentre 
debidamente fundada y motivada en derecho, por lo que de no ser así, se 
41 Idem. 
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debe ejercer el control de tal actuación por demás arbitraria, por parte de 
una autoridad que detente la administración de justicia, como lo es la Rama 
Judicial, para que restablezca el principio de legalidad vulnerado y reafirme 
el imperio de la ley misma.  
 
Entonces, se tiene que para la existencia del principio de legalidad es 
necesario que exista un cuerpo normativo estable.  Por tanto, la existencia 
de reglas ciertas es el primer paso para garantizar el principio de certeza 
jurídica, puesto que un compendio normativo claramente delineado permite 
a los sujetos que se encuentran sometidos al imperio de ese conjunto de 
reglas, conocer con anterioridad a la realización de sus acciones las 
consecuencias jurídicas que se derivan de las mismas. Es aquí donde la 
Constitución cobra un papel fundamental, al ser la norma que ostenta la 
mayor jerarquía y que marca la pauta como fuente de validez de las que le 
siguen en dicha escala jerárquica. 
 
Ahora, es claro que ese cuerpo normativo también debe satisfacer 
determinadas características para cumplir con el ideal ético del "imperio de 
la ley". Por esto, las normas jurídicas tienen que ser dictadas por los 
órganos estatales facultados y correspondientes, dentro de sus correctas 
esferas de atribuciones, sin vicios en la formalidad de su aprobación y 
promulgación a fin de convertirse en normas legitimas. Así mismo, las 
normas así proferidas deben ser congruentes con el resto del sistema 
jurídico evitando las antinomias y lagunas del derecho, al mismo tiempo que 
su contenido debe corresponder a los lineamientos jurídicos trazados  por 
las normas de mayor jerarquía dentro del propio sistema jurídico para que 
este pueda conservar su unidad interna y externa. 
 
Ahora se encuentra un tema que igualmente alimenta la hipótesis manejada 
frente al problema planteado en este trabajo, y es el hecho de que las 
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normas jurídicas deben ser de carácter general; o sea que su contenido 
debe estar dirigido para toda la sociedad, y no para determinadas personas 
en particular, porque el sentido de su aplicación debe corresponder al 
ámbito general y no particular. Es precisamente este aspecto de la legalidad 
que da soporte axiológico y jurídico al principio de "igualdad ante la ley", ya 
que cualquier individuo, sin importar sus características individuales, tiene la 
misma relación frente a la legalidad que el resto de los integrantes de la 
sociedad. 
 
Otra condición para garantizar el "imperio de la ley" se vincula con el 
aspecto dinámico del Derecho, que consiste en el ejercicio de aplicar la ley 
de manera concreta sobre casos particulares, hallando el sentido estricto de 
la ley y su fuerza vinculante, ya que en el mismo se materializa la relación 
cotidiana y efectiva del cuerpo normativo con los sujetos sometidos a su 
imperio. 
 
Por último en su dimensión ética, el principio de legalidad inserta los valores 
de justicia e igualdad en las dos dimensiones anteriores. 
Así que, si se entiende que el principio de legalidad tiene como sustento 
nociones valorativas que buscan garantizar determinados principios, tales 
como la igualdad, la utilidad y, sobretodo, la justicia, es obvio que una de las 
consecuencias que se atribuyen a la legalidad es la protección a la idea de 
autonomía de las personas.  Razón por la cual ésta última ha sido instituida 
como un principio sobre el cual la mayoría de las constituciones fundan la 
naturaleza jurídica de los llamados derechos fundamentales.   En todos los 
casos se trata de una concepción ética del derecho que rebasa el plano 
meramente descriptivo en el que sólo importa constatar la existencia o 
ausencia de un cuerpo normativo que regule las relaciones entre los 
gobernantes y sus gobernados, y comience hablarse de los valores sobre 
los que se asienta ese cuerpo. 
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Para Kant (citado por Landestoy, 2008), el contexto social que mejor permite 
el desarrollo del ser humano es aquél que se encuentra regulado por un 
cuerpo normativo claramente establecido, el cual permite planear y ejecutar 
con certeza su propio plan de vida.  Luego puede decirse que toda norma 
que limite el ejercicio de planeación y ejecución de plan de vida que un 
individuo ha logrado proyectarse a raíz de la experiencia social adecuada 
por el vivir de otras personas a quienes la norma les permite realizarlo, es 
una clara forma de discriminación auspiciada por la ley y por ende una 
flagrante vulneración a los principios de igualdad, libertad y autonomía. Una 
noción de estas características es la que corresponde a la manifestación 
jurídica del imperativo categórico ideado por Kant42 que define a una ley 
imperativa y por ende legal si es una ley que hace posible el máximo de 
libertad de cada uno compatible con la libertad ajena. 
  
3.2   EL ESTADO SOCIAL DE DERECHO. 
El concepto de Estado tiene unos orígenes relativamente recientes (siglo XVI), y en 
un sentido más restrictivo, no es anterior a la Edad Contemporánea. El Estado en 
términos de lo moderno constituye el punto de referencia para los historiadores de 
la Edad Media en adelante, pero el manejo ideológico del concepto de Estado es, 
sin embargo, mucho más amplio. 
 
Para algunos teóricos el hablar de Estado puede conllevar a involucrar diversos 
planteamientos que en principio resultan antagónicos, pero que a lo largo del 
discurso terminan siendo complementarios; cosa que resulta interesante en la 
tarea de proyectar hacia el pasado las ideas y experiencias, con el fin de asegurar 
un progreso que implique evolución histórica. Otros autores, por su parte 
vislumbran  un Estado Moderno distinto del contemporáneo, que con el ánimo de 
42 Filosofía Medieval y Moderna Kant. [Consultado el 25 de marzo de 2010]. Disponible en 
internet: http://www.e-torredebabel.com/Historia-de-la-
filosofia/Filosofiamedievalymoderna/Kant/Kant-ImperativoCategorico.htm. 
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demarcar una gran diferencia, parten de la concepción de Estado primitivo hasta 
llegar a los significados de las realidades actuales que refleja el Estado 
contemporáneo. 
 
Indudablemente el Estado fue una respuesta a la necesidad que mostraba el 
individuo social de organizarse, con el fin de ubicarse bajo una unidad dialéctica 
común y facilitar el desarrollo de su interactuar con otros individuos bajo un 
esquema impositivo de reglas.  Nace entonces la idea de crearse un modelo de 
organización ciudadana donde los individuos denominados ahora ciudadanos, 
participen en toda la vida política en torno al establecimiento de sus derechos y 
deberes. 
 
Así entonces se crea una sociedad jurídica y políticamente organizada capaz de 
imponer la autoridad de la ley en el interior y afirmar su personalidad y 
responsabilidad frente a las similares exteriores, que como expresión del poder y 
de la organización social sobre un territorio determinado denota una potestad de 
derecho privado en tanto que goza de una igualdad relativa con las demás 
personas jurídicas e individuales, y como entidad suprema con jerarquía para 
establecer la ley y hacerla cumplir es sujeto de derecho público. 
Tal tipo de organización ha sido objeto de diversas mutaciones, siendo una de las 
más recientes la denominada Estado Social de Derecho. 
 
3.2.1 Definición y características del Estado Social de Derecho.  El Estado 
Contemporáneo, presenta diversas formas de concepción de poder, en 
donde los lineamientos legislativos que lo sustentan apuntan al desarrollo 
global del derecho.  Es así como encontramos dentro de esta forma de 
Estado, el denominado Estado de derecho, que surge después de la 
revolución Francesa, como consecuencia del movimiento constitucionalista 
de los siglos XVII, XVIII y XIX en Inglaterra, Estados Unidos y Francia. El 
Estado de Derecho asegura los controles populares de legalidad y de 
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constitucionalidad para una mejor garantía jurídica de los derechos y 
libertades individuales y para un ejercicio del poder acorde con el 
ordenamiento jurídico.  Posteriormente es reemplazado por el Estado Social 
de derecho, tras una reformulación de los planteamiento político-filosóficos 
que conllevan a la generación o desarrollo de ideas socialdemócratas que 
imponen a la persona (en su colectivo o individual, dependiendo la escala de 
valores) a los preceptos normativos, buscando garantizar la finalidad de 
estar el Estado al servicio del hombre y no viceversa. 
 
El concepto jurídico-político al que apunta el Estado Social de Derecho 
instituye un equilibrio entre la igualdad formal ante la ley y la promoción de 
un orden justo de la autoridad sobre la economía, particularmente mediante 
la limitación de la propiedad privada pero reconociendo a ésta como un 
derecho propio del individuo, la subordinación del régimen laboral al 
derecho, la intervención coercitiva del Estado en el proceso productivo y la 
traslación de la actividad económica del ámbito del derecho privado al 
campo del interés público. 
 
En cuanto a las características del Estado Social de Derecho, se encuentran 
tres observaciones de Elías Díaz43 sobre esta clase de Estado: la primera, 
que no todo lo que se denomina “imperio de la ley” es necesariamente 
Estado de Derecho, afirmación que halla sentido con la maquiavélica 
normativa de las dictaduras; la segunda, que el Estado Social de Derecho 
requiere de un “Ejecutivo fuerte”, capaz de hacer prevalecer el interés 
reivindicatorio de la sociedad y la aptitud intervencionista del Estado, sobre 
la vocación complaciente del parlamentarismo; y la tercera, que existe un 
evidente parentesco entre el Estado Social de Derecho y el Estado de 
43 Ponentes/Biografías, Congreso Internacional sobre los Derechos Humanos. Valladolid: 
Universidad de Valladolid, 2006. [Consultada 20 de abril de 2011]. Disponible en internet: 
http://www3.uva.es/simancas/congreso_derechos_humanos_Valladolid/programa/elias_diaz.htm.  
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bienestar, puesto que éste último se caracteriza por la prestación creciente 
de servicios públicos de interés social como educación, vivienda, abasto, 
atención médica y asistencia social, un sistema impositivo progresivo, la 
tutela de los derechos urbano, obrero y agrario, y la redistribución de la 
riqueza, aspectos de los cuales algunos se instituyen como fines en el 
Estado Social de Derecho. 
 
El Estado Social de Derecho promueve el principio de razonabilidad (la 
organización estatal debe tender a la integración y no a la estratificación de 
la sociedad), y el principio de equidad (la igualdad entre desiguales es 
meramente conjetural). 
 
El Estado Social de Derecho debe cumplir con una doble finalidad que 
corresponde a la condensación de los lineamientos filosóficos del Estado de 
Derecho y del Estado Social, por cuanto por un lado tiene por eje un sistema 
de libertades condicionado al principio de legalidad, y por otro tiene por 
objeto un sistema de prestaciones en virtud del principio de solidaridad.  
 
Por tanto se tiene que el estado social de derecho, es un estado de tipo 
democrático, caracterizado por el reconocimiento de derechos de índole 
tanto individualista como de derechos de orden colectivista (económicos, 
sociales, culturales), con una idea de propiedad privada, pero sumada a la 
existencia de su función social, con una importante labor interventora del 
Estado en todos los niveles, fundamentalmente en el orden económico, que 
no puede serle válidamente velado, con una idea de igualitarismo con 
intervenciones necesarias y no siempre obligatorias. 
 
Otra de sus características se concentra en el sentido social que posee esa 
clase de Estado, ya que se denomina social porque en el ejercicio de su 
intervención no se interesa sólo por el individuo, sino también por la 
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colectividad y sus contenidos y acciones en los distintos campos de la vida 
social. 
 
El estado social es democrático y pluralista, por cuanto la soberanía en la 
Nación, prevaleció sobre una concepción de la soberanía popular a fin de 
unificar la sociedad bajo un carácter homogéneo.  
 
3.2.2 Fines del Estado Social de Derecho Colombiano.  La República de 
Colombia pasó de ser un Estado de Derecho a un Estado Social de 
Derecho, tras la locución social que el constituyente optó por imponer en la 
Constitución Política de 1991, al incorporar el concepto social al actuar del 
poder público a partir de la realidad económica y política que se presentaban 
en el país.  Fue así como en el artículo 1º de la Constitución se enmarcó al 
Estado Social de Derecho como principio medular de la organización política 
colombiana.  
 
Como ya se vio, el concepto de Estado Social de Derecho nació en Europa 
en la segunda mitad del siglo XX, como una forma de organización estatal 
encaminada a “realizar la justicia social y la dignidad humana mediante la 
sujeción de las autoridades públicas a los principios, derechos y deberes 
sociales de orden constitucional”.44  A partir de esa acepción, se fijan los 
cimientos sobre los cuales se construye este tipo de organización política 
que corresponden a la existencia de una inequívoca interrelación entre las 
esferas del “Estado” y la “sociedad”, que debe ser comprendida como un 
conglomerado de personas y colectividades en condiciones de de 
desigualdad real y no como un simple conjunto de sujetos libres e iguales en 
abstracto. 
 
44  Sentencia C- 1064 de 2001, M.P Dr. Manuel Cepeda Espinosa y Dr. Jaime Córdoba Treviño.      
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Una vez definido el Estado Colombiano, el constituyente se dio a la tarea de 
trazarle unos fines específicos con los que se diera a entender al ciudadano 
para qué es el Estado y qué fines persigue.  Así entonces, en el artículo 2 
de la Constitución Política se dispuso que; “Son fines esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la 
Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial 
y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.”  Esto 
para definir que el papel del Estado Social de Derecho consiste, en “crear 
los supuestos sociales de la misma libertad para todos, esto es, de suprimir 
la desigualdad social” y de garantizarle que su accionar debe estar dirigido a 
garantizarle a los asociados las condiciones para una vida digna, cuando 
adicionalmente se estipuló que: “Las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su 
vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares.”,  conforme lo ha señalado la Corte Constitucional como guarda 
de la constitución.  
 
Es decir, con este concepto se resalta que la voluntad del Constituyente en 
torno al Estado no se reduce a exigir de éste que no interfiera o recorte las 
libertades de las personas, sino que también exige que el mismo se ponga 
en movimiento para contrarrestar las desigualdades sociales existentes y 
para ofrecerle a todos las oportunidades necesarias para desarrollar sus 
aptitudes y para superar los apremios materiales; pues cuando se habla de 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes, 
indubitablemente  se hace referencia a que el Estado colombiano debe 
hacer de éstos una realidad materializada y no dejarlos en letra muerta. 
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 Respecto de los principios fundamentales que la constitución ha establecido 
para las personas, tales como la dignidad humana (art. 1° de la C.P.), y la 
igualdad (art. 13 de la C.P.), el Estado Social de Derecho debe procurar que 
la relación entre las autoridades y la persona individualmente considerada 
se desarrolle con apremio a efectivizar los mismos y garantizar los derechos 
que se derivan de ellos como lo es el de la familia, resguardado de una 
forma directa por la norma constitucional en sus artículos 5 y 42. 
  
Se tiene entonces que, cuando se trata del principio de la dignidad humana, 
la norma constitucional demanda que las autoridades públicas no pueden 
tratar al ser humano como una cosa o mercancía, ni ser indiferentes frente a 
situaciones que ponen en peligro el valor intrínseco de la vida humana, 
comprendiéndose así que no sólo abarca el derecho a no ser físicamente 
eliminado sino que en igual medida comprende el derecho a realizar las 
capacidades humanas y a llevar una existencia con sentido, en un ambiente 
libre de miedo frente a la carencia de lo materialmente necesario e 
indispensable para subsistir dignamente.  
 
En cuanto al principio y derecho fundamental a la igualdad, entendido éste 
como igualdad real y efectiva frente a los diferentes aspectos y 
oportunidades que el ciudadano presente, o la promoción de acciones 
afirmativas a favor de grupos discriminados o marginados y de personas 
que por su condición económica, física o mental, se encuentren en 
circunstancia de debilidad manifiesta tal como lo contempla el artículo 13 de 
la constitución política, representa la garantía más tangible del Estado Social 
de derecho para el individuo o para grupos de personas expuestos a sufrir 
un deterioro de sus condiciones de vida como sujetos de una sociedad 
democrática, donde todas las personas merecen la misma consideración y 
respeto en cuanto seres humanos, naciendo la necesidad de darle el crédito 
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al precepto de darse una igualdad de os ciudadanos ante la ley. Es decir, 
que basta la condición de ser humano para merecer del Estado y de sus 
autoridades el pleno reconocimiento de la dignidad personal y la misma 
atención e igual protección que la otorgada a los demás.  Ello incluye la idea 
de que “el legislador está obligado a instituir normas objetivas de aplicación 
común a los destinatarios de las leyes, sin concebir criterios de distinción 
que representan concesiones inmerecidas a favor de algunos o trato 
peyorativo respecto de otros”; por tanto las diferencias que se introduzcan 
en la ley o por autoridades administrativas deben estar inspiradas en la 
realización del propósito constitucional de la igualdad real o en el desarrollo 
de los postulados de la justicia distributiva; cosa que deja sin piso jurídico 
los conceptos que tanto la Procuraduría General de la Nación como la 
Defensoría del Pueblo y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar han 
elevado de manera categórica para pugnar a favor de la negativa a 
reconocerse el derecho a conformarse una familia por parte de una pareja 
homosexual en Colombia, en tanto que sus argumentos convergen una 
inminente discriminación por la condición sexual de la pareja y se basan en 
supuestos de hecho decantados de un prejuicio social que ha estigmatizado 
a la comunidad gay como personas con comportamientos aberrantes, 
depravados y con vida desorganizada.   
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4. CONTEXTO JURÍDICO INTERNACIONAL Y NACIONAL DEL DERECHO 
A LA CONFORMACIÓN DE UNA FAMILIA HOMOSEXUAL. 
 
Existe una problemática frente a la adopción de las normas jurídicas 
internacionales con las cuales se ha pretendido unificar criterios para la mínima 
convivencia pacífica de naciones y salvaguardar al ser humano en su condición de 
sujeto de relaciones y persona subordinada a cierto poder político o público, pues 
algunos Estados se refugian en el poder de decisión que les asiste en virtud de su 
soberanía para eludir responsabilidades propias del compromiso que se adquiere 
ante los organismos internacionales por el respeto de la dignidad humana y del 
mínimo de derechos que posee una persona por el sólo hecho de ser humano. 
 
Frente al tema es preciso destacar que el concepto de soberanía de los Estados 
ha sido relacionado por lo general a  lo político, a pesar que sus repercusiones se 
presentan generalmente en la esfera de lo jurídico, lo que ha conllevado a 
presentarse una pugna principalmente entre los ordenamientos penales internos y 
el derecho penal internacional, por ser esa el área jurídica con mayores 
pretensiones de demanda por los Estados que padecen el flagelo de la violencia 
ejercida por otros.  Pero en igual forma, se vive el problema ante otras situaciones 
jurídicas que a pesar de no tener la connotación de gravedad que poseen los 
delitos, las consecuencias de la discordancia entre los principios universales sobre 
los derechos del hombre y el derecho interno de personas, causan un gran impacto 
en la sociedad o determinada comunidad del Estado renuente a reconocerlos; tal y 
como pasa en la actualidad colombiana sobre el reconocimiento de derechos 
civiles y laborales a las personas con una condición sexual diferente a la 
heterosexual, y que se pasa a analizar a continuación.   
 
4.1 LA PAREJA HOMOSEXUAL DESDE LA PERSPECTIVA LEGISLATIVA 
INTERNACIONAL. 
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Como ya se ha manifestado, el reconocimiento de los derechos de los 
homosexuales se ha presentado como un fenómeno evolutivo de la sociedad, 
especialmente en los países del continente europeo, en donde sin más tapujos, 
autoridades estatales se han atrevido a hacer pública dicha situación, como una 
presentación de ejemplo de garantía de los derechos humanos y la dignidad 
humana.  La tarea empezó con la adopción de políticas que conllevaron a reformar 
ciertas normas de los ordenamientos jurídicos internos de los Estados que 
contenían una marcada discriminación sobre la población homosexual, 
especialmente en el derecho penal por cuanto se encontraba el acto sexual entre 
personas del mismo sexo como conducta típica que era sancionada penalmente.   
 
A continuación se presenta una relación de los países que han flexibilizado su 
régimen jurídico al proferir leyes que protegen a gays, lesbianas, y bisexuales, en 
aras a garantizar los derechos humanos a las personas con preferencias sexuales 
diferentes a la de los heterosexuales.45 
 
Canadá: El Acta de los Derechos Humanos de Canadá prohíbe la discriminación 
con base en la orientación sexual por parte de empleadores sujetos a reglamentos 
federales, personas que rentan vivienda, y el sector servicios. La ley se aplica al 
gobierno federal, los bancos, las personas a cargo de transmisiones en medios de 
comunicación pública, y a la industria de las telecomunicaciones, a las líneas 
férreas, las aerolíneas, el transporte de paquetería y el transporte de personas 
inter-provincial. La Carta Canadiense de los Derechos y Libertades provee de 
protección a nivel federal. Las leyes de derechos humanos de las provincias 
protegen contra discriminación por orientación sexual en todas las provincias 
canadienses a excepción de Alberta, Newfoundland y la Isla Príncipe Eduardo. 
45 Traducción por Lucía Rayas. Antecedentes Internacionales en Jurisprudencia y en Políticas 
contra la Discriminación a Gays, Lesbianas y Homosexuales. Comisión Internacional de Derechos 
Humanos, [Consultada el 15 de mayo de 2011].  Disponible en Internet: http://www.iglhrc.org; y 
http://www.convencion.org.uy/menu3-004.htm. 
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 Dinamarca: El Código Penal Danés tiene una cláusula en contra de la 
discriminación por orientación sexual. Incluye el empleo en el ámbito público, así 
como el mercado laboral privado. 
 
Eslovenia: El Código Penal Esloveno incluye protección con base en la orientación 
sexual, y denuncia a cualquiera que "niegue a alguien sus derechos humanos o 
libertades fundamentales reconocidas por la comunidad internacional, o instituidas 
por la Constitución o por alguna legislación". 
 
España: El Código Penal Español declara el derecho de expresar la propia 
orientación sexual como una libertad fundamental, y prohíbe la discriminación con 
base en la orientación sexual en cuanto a vivienda, empleo, servicios públicos y 
actividades profesionales. También castiga los actos de odio y violentos en contra 
de los individuos por razón de su orientación sexual. 
 
Finlandia: El Código Penal Finlandés protege a los individuos de la discriminación 
debido a su orientación sexual, en los servicios públicos o comerciales, o en 
cuanto al acceso a reuniones públicas. La ley también prohibe discriminación en 
las condiciones de contratación y empleo. 
 
Francia: El Código Penal Francés prohíbe la discriminación con base en los 
"moeurs" (la moral, los hábitos, el estilo de vida). Esto incluye a la orientación 
sexual. El Código Laboral prohíbe la discriminación por orientación sexual en el 
lugar de trabajo, incluido el servicio civil y los cargos en las fuerzas armadas. 
 
Holanda: El Código Penal Holandés prohíbe la discriminación con base en la 
"orientación hétero u homosexual". El Artículo Primero de su Constitución también 
prohíbe la discriminación con base en la orientación sexual. La Comisión para el 
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Trato Igualitario provee las bases para resarcir la discriminación en situaciones de 
trabajo, educación y provisión de servicios. 
 
Islandia: El Código Penal Islandés castiga las acciones que difaman, calumnnian, 
humillan o degradan a una persona o a un grupo de ellas debido a su orientación 
sexual. Incluye como conducta ilegal el negar bienes o servicios con base en la 
orientación sexual de alguna persona. 
 
Irlanda: La Ley Irlandesa de Discriminación en el Empleo protege en contra del 
despido por razones de orientación sexual. El Acta de Prohibición de la Incitación 
al Odio protege en contra de manifestaciones de odio y rechazo en el discurso. 
 
Israel: El Knesset de Israel aprobó una ley que prohíbe a empleadores discriminar 
a sus empleados y solicitantes de empleo debido a su orientación sexual. 
 
Noruega: El Código Penal Noruego prohíbe la discriminación con base en la 
orientación sexual en la provisión de bienes y servicios y en cuanto al acceso a 
reuniones públicas. También prohíbe los discursos de odio o rechazo dirigidos a 
minorías sexuales. 
 
Nueva Zelanda: El Acta de los Derechos Humanos de Nueva Zelanda incluye 
protección contra discriminación por orientación sexual en el empleo, la educación, 
el acceso a lugares públicos, la provisión de bienes y servicios, y vivienda. 
 
Sudáfrica: La Constitución Sudafricana incluye la orientación sexual como una 
categoría a proteger. 
 
Suecia: El gobierno sueco aprobó leyes que prohíben que las organizaciones 
comerciales discriminen por motivo de homosexualidad. 
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Así mismo, muchas municipalidades y Estados dentro de algunas naciones 
amplían la protección legal a las minorías sexuales, como son: 
 
Australia: El Parlamento Australiano está revisando una legislación federal para 
prohibir la discriminación con base en la orientación sexual. Dichas protecciones en 
contra de la discriminación en el empleo ya son parte del Acta de la Comisión 
Australiana para los Derechos Humanos y la Igualdad. Varios estados -incluyendo 
Nuevo Gales del Sur, Australia del Sur, Territorio Norte y Territorio de la Capital- 
han aprobado legislación anti-discriminatoria con base en la orientación sexual. 
 
Estados Unidos: California, Connecticut, Hawaii, Massachusetts, Minnesota, 
Nueva Jersey, Rhode Island, Vermont y Wisconsin han aprobado leyes sobre 
derechos civiles que incluyen la orientación sexual. La Corte Suprema de los 
Estados Unidos ha determinado que una enmienda a la Constitución del Estado de 
Colorado que hubiera prohibido las leyes anti-discriminatorias con base en la 
orientación sexual, viola la cláusula de protección igualitaria de la Constitución de 
los Estados Unidos y es, por tanto, ilegal. Esta sentencia representa un hito para la 
igualdad en los derechos, y puede ser un antecedente importante para casos 
futuros en contra de la discriminación, en los Estados Unidos. 
 
En el caso de España, se encuentra por ejemplo la aceptación y legalización del 
derecho para la adopción de hijos por parte de parejas homosexuales, tal como se 
publicó en un reportaje virtual.46 
 
“El presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, defendió hoy la 
regulación que mañana emprenderá el Consejo de Ministros para permitir el 
matrimonio entre personas del mismo sexo y la adopción de niños por su 
46 Reportaje Virtual, Zapatero. Defiende el matrimonio y la adopción por homosexuales para que 
dejen de ser ciudadanos de segunda. Lukor, 2004 [Consultada el 19 de marzo de 2011]. 
Disponible en internet: http://www.lukor.com/not-por/0409/30181204.htm. 
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parte, argumentando que hay que erradicar la discriminación que sufre el 
colectivo homosexual, al que destacó se le imponen las mismas 
obligaciones de todos los ciudadanos y, por contra, se le niegan algunos 
derechos. "Lo que quiere el Gobierno es que estos ciudadanos que todos 
conocemos, porque son amigos, parientes o compañeros de trabajo, dejen 
ser de segunda y tengan plenos derechos, lo que incluye que puedan formar 
una familia", añadió. 
 
Durante su intervención en el Foro ABC, el jefe del Ejecutivo recordó que 
actualmente pueden adoptar niños los matrimonios y la gente soltera, sin 
que en este segundo caso a nadie se le pregunte por su orientación sexual. 
Agregó que hay estudios (uno de ellos de Ruiz Gallardón) que demuestran 
que la evolución educativa y formativa de los niños es similar se trate de 
homosexuales o de heterosexuales, recalcando que "lo importante es que el 
niño adoptado viva en una buena familia que le dé condiciones para su 
desarrollo, y eso no lo determina la orientación sexual". 
 
En cuanto a que haya países que no permitan que en otros se adopten a 
menores nacionales si se trata de matrimonios o personas homosexuales, 
Zapatero reconoció que es un "problema" y que se está estudiando cómo 
hacer referencia al mismo en la futura normativa. "Es un tema que estamos 
estudiando, que lógicamente, como alguna legislación establece, establece 
sólo el reconocimiento para la adopción de niños del propio país. Lo 
estamos estudiando y sin duda alguna tendrá que haber en la Ley alguna 
referencia a esa situación, pero es verdad que es un problema", precisó el 
presidente. 
 
En cuanto a los problemas con la Iglesia católica por iniciativas de dicho 
tipo, el jefe del Ejecutivo destacó que España es una democracia y la 
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soberanía reside en el Parlamento, que es la institución que hace las leyes 
que regulan la vida social. Dijo tener un profundo respeto a las convicciones 
religiosas de todas las personas, sobre todo de los católicos, y defendió que 
en la propia doctrina de la Iglesia hay un claro principio de separación entre 
el espacio civil y dichas convicciones.” 
 
Inclusive, la comunidad europea ha sacado una resolución proclamando la 
igualdad de los derechos de los homosexuales y las lesbianas por parte de los 
Estados miembros de la misma.47  Igual postura ha tomado la Corte Suprema de 
Pakistán al reconocer que los travestis, como ciudadanos, son iguales al resto y 
deberán gozar de los mismos beneficios, sobre todo en lo que compete a 
programas de beneficio social, entre los que están la asistencia financiera del 
gobierno y el Programa Benazir de Apoyo a los Ingresos; conclusión a la que llegó 
después de examinar el hecho de tales personas tienen la ciudadanía paquistaní y 
deben gozar de la protección garantizada por los Artículos 4 y 9 de la Constitución. 
 
Es así como se tiene que en la actualidad existen varios países en el mundo que 
han avanzado en la materia de reconocimiento de los derechos de las parejas 
homosexuales a fin de equiparar su condición social-jurídica frente a las familias 
conformadas por parejas heterosexuales; y muestra de ello es la adopción de 
determinadas regulaciones legales que además de permitir la unión marital de 
hecho, y el matrimonio civil entre parejas del mismo sexo (en algunos Estados de 
forma conjunta), han aprobado la adopción homoparental, es decir el permitir que 
un niño pueda ser adoptado por los dos miembros de una pareja compuesta por 
dos personas del mismo sexo, convirtiéndose así legalmente en su hijo.  Entre 
tales países encontramos a Andorra, Bélgica, Dinamarca, España, Guam, Islandia, 
Israel, Noruega, los Países Bajos, el Reino Unido, Sudáfrica, Suecia, y en ciertos 
47 Parlamento Europeo. Resolución sobre la Igualdad de Derechos de los Homosexuales y 
Lesbianas en la Comunidad Europea. 1994. Resolución A-0028/94 del 8 de febrero de 1994, 
D.O.C. 28.02.94. 
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territorios de Australia.  Igualmente, en Alemania, Finlandia y Francia es legal la 
adopción del hijo del otro miembro de una pareja de hecho o unión civil, sin 
determinarse por la ley el que esa pareja deba ser heterosexual exclusivamente, 
luego se permite que esto acontezca frente a las parejas del mismo que se 
encuentren inmersos en tal situación.  
 
Ya en el continente americano, el asunto ha sido tratado por varios Estados, que 
en aras a corresponder a los preceptos normativos contemplados en el derecho y 
políticas internacionales, han empezado paulatinamente a reconocer 
legislativamente los derechos de los homosexuales en medida igualitaria a las 
normas que regulan los derechos de las parejas heterosexuales; siendo parte de 
tales Estados el país de Argentina, Brasil, Canadá, México, Uruguay y en cierto 
territorio y Estados Unidos de América, en algunos de los estados que lo 
conforman, como a continuación se presenta a cita de un reportaje noticiario.48 
 
“La Corte Suprema de Estados Unidos autorizó este martes al Distrito de 
Columbia (este), exclusivamente compuesto por la capital de la unión, a 
celebrar uniones entre personas del mismo sexo. 
En una decisión de tres páginas, el presidente de la Corte, John Roberts, 
desestimó la petición de los opositores al matrimonio homosexual que 
pedían que se suspendiera el derecho de las personas homosexuales a 
contraer matrimonio hasta que se agotaran los recursos. 
A partir del miércoles por lo tanto, las parejas gays y lesbianas que lo 
deseen podrán solicitar una autorización de matrimonio ante el tribunal de 
instancia de la capital federal. En cumplimiento de la reglamentación en 
vigor en Washington, deberán luego esperar tres días completos para ser 
unidos por una persona habilitada.” 
48 Autorizan el matrimonio homosexual en Washington, Washington: NTN24, 2010. [Consultada 28 
de agosto de 2010].  Disponible en internet: http://www.ntn24.com/content/autorizan-matrimonio-
homosexual-washington. 
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 “Alex Freyre y José María Di Bello cumplieron su sueño (se había impedido 
la boda en Buenos Aires) y concretaron el primer matrimonio gay de 
Latinoamérica, gracias a fallo de una gobernadora provincial. 
La noticia -este lunes- desató inmediatamente una polémica y el primero en 
sumarse fue Eduardo Sambrizzi, un representante de la Corporación de 
Abogados Católicos, quien aseguró que el casamiento "es nulo" porque, 
entre otros aspectos, la ley argentina impide el matrimonio entre personas 
del mismo sexo. 
Freyre y   Di Bello sorprendieron a la opinión pública cuando anunciaron que 
habían contraído matrimonio en Ushuaia, capital de la provincia de Tierra 
del Fuego, 27 días después de que no pudieran hacerlo en la capital del 
país en medio de una compleja controversia judicial.”49 
 
4.1.1  Adopción legislativa de normas que permiten el matrimonio gay.  Sin 
duda alguna, el hecho de permitirse por un Estado que una pareja 
homosexual pueda gozar de los efectos jurídicos que devienen de una unión 
marital de hecho y del matrimonio civil, es declararse que la pareja 
homosexual ha de ser concebida como una familia frente a la sociedad y por 
el mismo Estado. 
 
Es éste el fenómeno jurídico que ha venido presentándose en América 
Latina como consecuencia de la reclamación de los derechos de una 
población existente desde tiempos antaño pero que por temor al rechazo de 
su condición sexual no se había atrevido a ser manifiesta; por ello algunos 
Estados latinoamericanos han tomado cartas en el asunto, asumiendo su 
 
49 Reportaje virtual, El primer matrimonio homosexual de Latinoamérica se concretó en Argentina. 
Ecodiario, 2010. [Consultado 27 de enero de 2011]. Disponible en internet: 
http://ecodiario.eleconomista.es/legislacion/noticias/1801132/12/09/El-primer-matrimonio-
homosexual-de-Latinoamerica-se-concreto-en-Argentina.html. 
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responsabilidad de ser garante de los principios universales y de los 
derechos de las personas expidiendo leyes que materialicen tales derechos 
a la comunidad gay, entre los cuales encontramos: 
 
ARGENTINA: El 14 de julio de 2010 aprobó la ley 26618 y el Decreto 1054 
de 2010, mediante los cuales se consagra por ley los matrimonios gay 
(conocidos como matrimonio igualitario), quedando pendiente tan sólo su 
reglamentación por el ejecutivo. Con tal acto legislativo Argentina se 
convirtió en el primer país latinoamericano en aprobar el matrimonio a 
parejas del mismo sexo.   Específicamente lo que se hizo fue cambiar la 
formula de marido y mujer por el termino contrayentes y prevé igualar los 
derechos de las parejas homosexuales con los heterosexuales incluyendo la 
adopción, herencia y beneficios sociales. 
 
ESPAÑA: El matrimonio gay fue legalizado el 30 de junio de 2005, mediante 
la ley 13 de 2005.  La unión marital de hecho del mismo sexo ya se permitía 
con la ley Cataluña en 1998, pero no así la adopción de niños.  En navarra 
se aprobó una ley similar en el año 2000, que a diferencia de la anterior, 
permitía a las personas solteras adoptar menores “adopción de facto”, sin 
poner restricción a su condición sexual.  El 7 de noviembre de 2006 el 
gobierno español modifico la ley de reproducción asistida permitiendo que a 
la madre no biológica de una pareja homosexual, pudiera  reconocer a los 
niños nacidos del matrimonio entre mujeres. 
 
MEXICO: Desde el 2006 las parejas homosexuales de la capital mexicana 
podían firmar un contrato de convivencia; pero mediante la reforma del 22 
de diciembre de 2009 que la ASAMBLEA LEGISLATIVA DEL DISTRITO 
FEDERAL realizó al código civil (modifica los artículos 146 y 391 del C.C. 
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mexicano; 291 bis y 724), se aprobó el matrimonio entre parejas gay 
reconociéndole los efectos civiles del caso (sociedad conyugal). Sin 
embargo frente al tema de la adopción, si bien la reforma suscitada permite 
tácitamente éste derecho a las parejas del mismo sexo, ha sido el Tribunal 
Supremo de México quien, mediante sentencia del 18 de agosto del 2010, 
resolvió que las parejas homosexuales tienen el mismo derecho de poder 
adoptar a un menor en la Ciudad de México, causando conmoción dentro de 
la órbita religiosa que se ha opuesto rotundamente a la aceptación de dicho 
derecho de adopción. 
 
URUGUAY: Este fue el primer país latinoamericano en aceptar la unión de 
hecho entre homosexuales, tras la modificación del código civil uruguayo.  
El texto define la unión concubinaria como "la situación de hecho derivada 
de la comunidad de vida de dos personas -cualquiera sea su sexo, 
identidad, orientación u opción sexual- que mantienen una relación afectiva 
de índole sexual, de carácter exclusiva, singular, estable y permanente sin 
estar unidas en matrimonio”.  La norma garantiza derechos y obligaciones 
para las parejas heterosexuales y homosexuales que convivan más de cinco 
años sin interrupciones, tales como la asistencia recíproca, creación de 
sociedad de bienes, derechos sucesorios, cobro de pensiones por 
fallecimiento y otras disposiciones vinculadas a la seguridad social; así 
como también permite la adopción de niños a las parejas del mismo sexo. 
 
 
 
4.2  LA PAREJA HOMOSEXUAL DESDE LA PERSPECTIVA JURIDICA 
NACIONAL 
Frente a este tema es pertinente retomar el tema desarrollado en el capítulo 3 de 
este trabajo y connotar que, cuando se habla de legalidad se hace referencia a la 
presencia de un sistema de leyes que debe ser cumplido y que otorga la 
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aprobación a determinadas acciones, actos o circunstancias. Luego, puede decirse 
que la legalidad es todo lo que se realice dentro del marco de la ley escrita y que 
tenga como consecuencia supuesta el respeto por las pautas de vida y 
coexistencia de una sociedad dependiendo de lo que cada una de ellas entienda 
por tal concepto. 
 
Se debe entender entonces que una característica de la legalidad es el poner por 
escrito las leyes que antes se mantenían oralmente y que eran resultado de las 
costumbres o tradiciones (leyes consuetudinarias), lo que permite el 
establecimiento de entidad normativa, ya que su interpretación deja de ser 
arbitraria o caprichosa y supone el sometimiento de todos y cada uno de los 
individuos a su existencia. Las leyes de una sociedad han sido establecidas a fin 
no sólo de solucionar conflictos o disputas, sino también con el objetivo de 
organizar y ordenar la vida cotidiana en innumerables aspectos que pueden ir 
desde lo comercial y lo civil hasta lo religioso, lo familiar o lo individual. 
 
La legalidad es entonces el marco dentro del cual existe todo el sistema de leyes 
que una sociedad ha decidido darse y aceptar. Sin embargo, es claro que por 
encontrarse hoy en día el Estado Colombiano compuesto por una comunidad 
pluricultural o con diversidad cultural, el ámbito legal establecido presenta ciertas 
inconsistencias al no ser enteramente compartido por toda la nación, sobre todo en 
lo que respecta a tradiciones y leyes antiguas que permanecen en el tiempo.  Por 
esta razón, hoy en día existe el debate entre los derechos homosexuales y la 
legalidad de su reconocimiento por parte de la sociedad y del mismo Estado, 
aunque en ese sentido la ley o legalidad internacional ha establecido pautas de 
convivencia comunes que puedan ser organizadas y resueltas de acuerdo a los 
intereses de todas las naciones en conjunto.  De ahí el interés de hacer un análisis 
comparativo del tratamiento legal que se le ha dado a los derechos de las 
personas homosexuales a nivel internacional, con el ordenamiento jurídico 
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colombiano, a fin de establecer la contradicción del derecho positivo de éste país, 
con los principios universales que fueron acogidos y aceptados por dicho Estado. 
 
El concepto de legalidad depende igualmente de la perspectiva  con que se trate, 
pero en últimas siempre se llegará a una noción generalizada por el principio de la 
democracia instaurado en la actualidad política del mundo, estableciendo así que 
la legalidad consiste en convivir dentro de las leyes producidas dentro del marco 
de la Constitución, por la voluntad popular y con la garantía plena de los derechos 
humanos o fundamentales. 
 
Es de tener en cuenta que al respecto del derecho a conformarse una familia por 
parte de una pareja homosexual en Colombia el legislador mediante su ejercicio le 
ha negado a las parejas homosexuales el status de “familia”, no sólo a través de la 
prohibición normativa que se presenta en la adopción de menores que concede a 
las parejas heterosexuales, sino también con la literalidad del artículo 42 de la 
Constitución Política como ya se anotó; sin embargo  la Corte Constitucional como 
institución judicial en la cual se radicó la responsabilidad de ser guarda de la 
constitución, se ha tomado en serio la protección jurídica de las parejas 
homosexuales, lo que se puede reafirmar con la importancia asignada al derecho a 
la igualdad como fundamento para conceder amparos de tutelas o para declarar 
inexequibles disposiciones discriminatorias contra los miembros de esta 
comunidad.   
 
Pero es de apuntar que tal labor realizada por dicha Corte aún se encuentra bajo 
criterios de inconformidad por su falta de precisión y efectividad en la 
determinación definitiva de los derechos reclamados por la comunidad gay, toda 
vez que el concepto de familia que ha sido manejado por esta corporación no está 
muy claro frente al derecho que le debe asistir a una pareja homosexual para que 
se acepte por el Estado y en sí por la sociedad, su conformación por parte de dos 
personas del mismo sexo, ya que en sentencia C-811 de 2007 (con la que se 
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estableció  el beneficio de la cobertura en salud a las parejas del mismo sexo)50 se 
hace una distinción inequívoca para la Corte, entre pareja y familia, justificando la 
decisión mediante la extensión de la protección jurídica de la familia a las parejas 
del mismo sexo.  De allí que se proporciona la justificación jurídica para reconocer 
derechos a estas parejas, aunque con esmero de no tocar o controvertir el 
concepto tradicional de familia, a fin de ser consecuentes con la forma como se ha 
entendido y enseñado en nuestro derecho de familia (familia heterosexual).  
La Corte constitucional ha pretendido mediante una filosofía moralista distinguir 
muy bien las visiones centradas en las personas como individuos de aquellas que 
giran alrededor de las comunidades.  
 
Actualmente, el debate jurídico gira en torno a que la pareja homosexual debe ser 
vista en primer lugar como una unión de dos individuos, a los que se deben 
reconocer sus derechos civiles en consideración a su estatus como individuos, tal 
como se observa en el problema jurídico de la sentencia C-075 de 200751 que 
establece la existencia de uniones maritales de hecho entre parejas homosexuales. 
Sin embargo, al analizarse los argumentos con que se construyen los fundamentos 
de la misma sentencia, se tiene que la pareja homosexual es comprendida como 
comunidad de vida, y por ello se considera merecedora de respeto y protección.  
En cambio, en las uniones heterosexuales la pareja es entendida en todo momento 
como una comunidad de vida permanente, y no como se percibe en las parejas 
homosexuales, como “la suma de dos individuos separados”.  Pero si se hace una 
reflexión sobre estos conceptos desde una perspectiva más genérica, o sea 
aunada a la cotidianidad del lenguaje, se puede decir que una vez se accede a 
esta comunidad de vida (se conforma una pareja),  ya no se puede hablar de 
individuos separados entre sí, por lo que su tendencia sexual no debe ser 
considerada para definirla so pena de entrar al sesgo de un criterio discriminativo, 
porque la condición sexual de los miembros de la pareja no debe ser convertido en 
50 Sentencia C-811 de 2007, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
51 sentencia C-075 de 2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
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un factor predominante para establecer o aceptar la conformación y menos la 
existencia de esa pareja.  
 
De acuerdo con lo expuesto anteriormente, se puede concluir que la jurisprudencia 
de la Honorable Corte Constitucional, si bien ha procurado el resguardo a las 
garantías constitucionales que se le deben proporcionar a los ciudadanos de 
nuestro Estado, muestra cierto recelo en la construcción de las teorías jurídicas 
que avalen los derechos de la comunidad homosexual frente al derecho de familia, 
al presentar inconsistencias heredadas de la legislación que en cierta medida 
permiten desbordar el criterio subjetivo propio de la moralidad del operador jurídico, 
y que sin duda alguna conllevan a un déficit de protección constitucional a las 
parejas del mismo sexo sin que se logre desvirtuar el descontento que dicha 
comunidad manifiesta frente al rechazo discriminador del cual son sujetos por parte 
de la sociedad y de las autoridades estatales. 
 
4.2.1 Fundamentos constitucionales de los derechos de las parejas 
homosexuales. De acuerdo con los aspectos teóricos anteriormente 
relacionados y el enfoque con el cual se desarrolló esta investigación, fue 
necesario determinar qué tan ajustadas a derechos son tales concepciones 
y qué tanto han incidido en la toma de decisiones legislativas y judiciales en 
Colombia.  Sobre todo, realizar un análisis comparativo con la efectiva 
garantía que profesa nuestra constitución política sobre los derechos 
humanos, a través de la confrontación de los principios constitucionales que 
se realizará a continuación  a titulo de fijación de premisas para la respuesta 
a la pregunta que se formuló como problema jurídico a investigar.       
 
Como se sabe, la constitución política ha sido catalogada por ella misma, 
con reafirmación de la Corte Constitucional, como “la norma de normas”, lo 
que implica el ineludible acatamiento y aplicación de sus postulados por 
parte de toda autoridad estatal y de la sociedad.  Luego la disparidad 
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existente entre los derechos de las parejas homosexuales y las parejas 
heterosexuales han demarcado una abierta contravención a los principios de 
igualdad y libertad, proclamados por nuestra constitución política y por los 
llamados derechos universales. 
 
El artículo 13 de la Constitución Política de 1991, consagra la igualdad entre 
los ciudadanos ante la ley al disponer: 
 
“Art 13: Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozaran de los mismos 
derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones 
de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica. 
El estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva 
y adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 
El estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia  de 
debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 
cometan.” 
 
Es de observar que éste artículo a la vez que precisa el derecho “latu 
sensu”, está promoviendo igualmente la garantía constitucional para su 
efectividad, al imponerle al Estado la obligación de promover las condiciones 
para que  esa igualdad sea real y efectiva, no solamente a favor de los 
grupos discriminados o marginados sino  también a los que se encuentren 
en condiciones económica, física o mentalmente débiles, a fin de instituir en 
las autoridades la continua tarea de procurar el trato igual para cada 
ciudadano. 
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Tal precepto normativo ha sido estudiado por la Corte Constitucional en 
sentencia N° C- 588 de noviembre 12 de 199252, con el objeto de delimitar 
sus alcances tras la correspondiente interpretación:  
“(..) 
Con arreglo al principio de igualdad, desaparecen los motivos de 
discriminación o preferencia  entre las personas. Basta la condición de ser 
humano para merecer del estado y de sus autoridades el pleno 
reconocimiento de la dignidad personal y la misma atención e igual 
protección que la otorgada a los demás. El legislador está obligado a instituir 
normas objetivas de aplicación a los destinatarios de las leyes, sin concebir 
criterios de distinción que representan concesiones inmerecidas a favor de 
algunos o trato peyorativo respecto de otros. Las diferencias que se 
introduzcan deben estar inspiradas bien en la realización del propósito 
constitucional de la igualdad real o en el desarrollo de los postulados de la 
justicia distributiva”. 
Atendiendo tales enunciados, es preciso entrar a realizar una confrontación 
argumentativa a fin de cuestionar los motivos que conllevaron a los 
magistrados de la Corte Constitucional a mantener la negativa en la 
aceptación de la familia homosexual tras la omisión que se presentó al no 
conceptuarse de fondo sobre dicho asunto en los casos que se han puesto 
a su custodia y al negar la demanda de inconstitucionalidad promovida 
sobre ciertas normas del código civil que apuntaba a establecerse la 
legalidad de la conformación de una familia homosexual, bajo la excusa de 
no cumplir con los requisitos de forma exigidos por la ley para la 
presentación de dicha demanda.  
 
Entonces, cómo es posible que mientras se dice por parte de la corte en su 
reiterada jurisprudencia que “Basta la condición de ser humano para 
52 Sentencia N° C- 588 de noviembre 12 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo.  
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merecer del estado y de sus autoridades el pleno reconocimiento de la 
dignidad personal y la misma atención e igual protección que la otorgada a 
los demás”53, por otro lado sea la misma corte quien promueva la trillada 
diferenciación entre una pareja conformada por personas heterosexuales y 
una conformada por personas homosexuales como acontece en la 
sentencia C-075 de 200754, cuando ya se ha visto que para entenderse y 
aceptarse la existencia de una “pareja” por parte de la razón humana, no es 
necesario caer en vicisitudes como lo es el pretender diferenciar en el tipo 
de pareja de acuerdo a la condición sexual de los miembros que la 
componen, pues en el ámbito del derecho no se le permite al Juez realizar 
interpretaciones que generen un hecho adicional al que realmente se 
estudia provocado por suposiciones subjetivas, lo que quiere decir que en el 
caso de estudiarse judicialmente la legalidad de la conformación de una 
pareja, basta partir del hecho de ser ella conformada por dos seres 
humanos cuyas condiciones mínimas se reducen a la manifestación de su 
voluntad para conformarla, sin importar cómo quieren vivir, o cuál sea su 
preferencia sexual o la forma en que deseen ejecutar sus actos sexuales. 
Ya el catalogar el tipo de pareja que se ha conformado, como si es de 
personas blancas o negras, o de estatura baja o alta, o de edades 
diferentes, o de personas con convicciones religiosas o agnósticas,  es 
objeto de estudio de otras disciplinas pero no del derecho constitucional, 
porque la esencia del ser humano no puede ser reducida a tales factores. 
 
Igualmente han sido manifiestas las contradicciones que se presentan al 
interno del clero, en cuanto la iglesia católica como institución ha tenido que 
replantear en reiteradas ocasiones sus postulados con el objeto de no 
decaer en la aceptación y respeto de sus feligreses. Se ve como hoy en día 
estudian la posibilidad de permitir a quienes conforman dicho clero el 
53Idem. p. 73.  
54 sentencia C-075 de 2007, M.P. Rodrigo Escobar Gil. 
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derecho a conformar una familia y unirse en matrimonio sin necesidad de 
renunciar a su profesión sacerdotal.  Como fue necesario reivindicar sus 
conceptos de diversidad cultural y religiosa frente a las nefastas 
consecuencias que fueron resultado de sus políticas de lucha contra la 
supuesta herejía; o en el caso de control de la reproducción por las 
amenazas que implica para el futuro del planeta y la vida misma la 
sobrepoblación.  Luego esto deja entrever que la verdad por ella profesada 
es relativa y no absolutista como desde el principio quisieron hacerlo creer 
para lograr un efectivo avasallamiento ideológico, y por ende no posee la 
autoridad  moral y valga decir que ni legal para determinar la posibilidad de 
determinarse la existencia jurídica de una familia conformada por personas 
homosexuales. 
 
Por tanto, para poder evaluar los argumentos utilizados por las instituciones 
religiosas y estatales para denegar el derecho a reconocerse legalmente la 
existencia de una familia conformada por personas del mismo sexo, y se 
dice legalmente porque es un hecho cierto su preexistencia en el mundo real 
y cotidiano, surge la necesidad de darse respuesta a la siguiente pregunta: 
¿Qué diferencia jurídicamente atendible hay para que a una pareja 
heterosexual que se haya unido con el ánimo de conformar una familia (con 
hijos o sin ellos) se le reconozca ante la ley y la sociedad como una familia, 
y a una pareja conformada por personas del mismo sexo bajo el mismo fin, 
no se les dé el mismo estatus? 
 
Por su parte, el artículo 16 de la actual Constitución Política, enmarca el 
principio de la libertad, bajo el siguiente tenor: 
 
“Art. 16.- todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su 
personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos 
de los demás y el orden jurídico.” 
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 De allí resulta claro y evidente que una cosa es el reconocimiento de la 
personalidad jurídica del individuo, que precisa en el artículo 14 de la 
Constitución de 1991, en donde obtenido el reconocimiento de su 
personalidad jurídica es persona sujeto de derechos y obligaciones, y otra 
muy distinta es el derecho al libre desarrollo de la personalidad, lo cual 
quiere decir que todo ciudadano, puede desarrollar libremente lo que quiere 
ser; o en palabras de la corte constitucional alemana  (sentencia del 06 de 
mayo de 1997) “El derecho a la personalidad implica la protección del 
ámbito de la vida personal, entre otros el de la esfera de la vida íntima  y 
privada, el ámbito familiar y las relaciones de pareja, así como la 
competencia del individuo para decidir en qué medida, y frente a quién hará 
públicos los asuntos de su vida privada personal.”  
 
Es entendible que para poder desarrollar lo que quiera ser, requiere ser 
persona jurídica o tener personalidad jurídica, es decir ser ciudadano. Sin 
embargo debe tenerse en cuenta que para ser lo que se quiera ser en 
cuanto a desarrollo de su libre personalidad está  limitado a los derechos 
que poseen los demás, la ley y las buenas costumbres, pues todo tiene un 
límite en la libertad individual.  Aún así, el artículo 16 da vía libre al 
espontáneo desarrollo de las aptitudes personales que vienen a determinar 
el desarrollo de la personalidad. 
 
El tema ha sido abordado mediante la sentencia C-588 de 199255, proferida 
por la Corte Constitucional, considerada como sentencia hito al sentar las 
bases para la interpretación sobre el libre desarrollo de la personalidad en 
referencia al Estado civil de las personas, en cuanto expuso que: 
 
55 Sentencia N° C- 588 de noviembre 12 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
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“toda persona en ejercicio de su libertad, debe optar sin coacciones 
de manera ajena a estímulos establecidos por el legislador entre 
contraer matrimonio o permanecer en la soltería. No cabe duda 
alguna de que en esta materia el precepto impugnado si discrimina, 
pues consagra un privilegio de la mujer soltera sobre la casada y de 
la unión de hecho sobre el matrimonio; más aún se le reconocen los 
beneficios a condición de nunca haberlo contraído. Esto representa 
una flagrante violación de lo dispuesto en el artículo 13 de la Carta e 
implica el desconocimiento que garantiza a todo individuo el libre 
desarrollo de su personalidad”   
 
Así concebida la idea de libertad que debe manejarse en el Estado 
colombiano, no se comprenden las razones que tuvo la Corte Constitucional 
para sentar la diferencia ya citada sobre una pareja heterosexual y una 
homosexual, pues si bien dicha corporación procura el respeto al derecho 
de escogerse libremente a la persona con quien se quiere conformar una 
pareja, muestra cierto prejuicio al catalogar a la pareja homosexual como 
aquella que corresponde a una comunidad de vida, y la pareja heterosexual 
como una comunidad de vida permanente.  Entonces, ¿Qué poder le asiste 
al Juez Constitucional para definir cuál comunidad de vida es permanente y 
cual no?, ¿a caso no es ello una suplantación de voluntad?, pues quién más 
que los mismos contrayentes sean quienes decidan la continuidad 
(permanencia) o no de su unión. 
Recordemos que es menester del Estado, específicamente de las 
autoridades de la República, proteger a todas las personas residentes en 
Colombia en cuanto a su honra, creencias y demás derechos y libertades, 
con el firme propósito de garantizar el cumplimiento de los deberes sociales 
del Estado y de los particulares, tal como lo dispone el artículo 2 de la 
Constitución Política; lo que significa que es una obligación de carácter 
constitucional para el Estado el asegurar la afectividad de los principios, 
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derechos y deberes, con el objeto de hacer de éstos una realidad 
materializada y no letra muerto y corresponder así a los fines esenciales que 
le han sido trazados, como bien lo ha sostenido la Corte Constitucional 
mediante su jurisprudencia. 
 
Es tan enfática la Constitución Política de 1991 en sobreponer al Estado el 
respeto por los derechos de la persona, que en su artículo 5 proclama que: 
“El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos 
inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de 
la sociedad.”; luego es preciso aclarar que los derechos inalienables son 
aquellos que no se pueden vender, por no ser transferibles ya que son 
únicos y exclusivamente de la persona humana, entendiéndose con esto 
último que no son relativos o condicionados a características especiales de 
la persona como la raza, sexo, edad, etc., sino que le pertenecen a toda 
persona por el simple hecho de ser humano.  Estos derechos se encuentran 
positivizados en la Constitución como derechos fundamentales (Título II de 
la Con. Pol.), y comprenden además el compendio de derechos humanos. 
 
 
 
 
4.3 LA NORMA CONSTITUCIONAL VS DERECHOS FUNDAMENTALES Y 
PRINCIPIOS UNIVERSALES. 
Si se hace un análisis correlacionado de los derechos de las personas 
anteriormente tratados, de las obligaciones o deberes del Estado y el artículo 42 de 
la misma Constitución Política, a fin de poder establecerse si  ¿El concepto de 
Familia establecido en el art. 42 de la Constitución Política de Colombia, vulnera 
derechos fundamentales a las parejas homosexuales que conviven como 
compañeros permanentes en unión marital de hecho?, se puede observar que éste 
último artículo a pesar de tener la categoría de derecho constitucional, es 
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abiertamente contradictorio a los principios y derechos establecidos como 
fundamentales, especialmente los aquí enunciados, ya que cuando el constituyente 
dispuso que la familia “se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla”, está delimitando injustificadamente la conformación 
de la misma, pues al especificar que debe ser la decisión de un hombre y una 
mujer, está dejando por fuera a las personas del mismo sexo que igualmente 
hayan tomado la decisión libre de contraer matrimonio o querer conformarla; o 
¿acaso le asiste al constituyente la facultad de desconocer  de plano el 
reconocimiento de tal derecho a las parejas homosexuales, a pesar de que los 
principios que anteceden tal disposición hayan sido catalogados como prevalentes 
y fundamentales por la misma norma constitucional? 
 
Recuérdese que la Convención Americana sobre Derechos Humanos (suscrita el 
22 noviembre de 1969 en San José de Costa Rica), hace parte de lo que se ha 
denominado jurisprudencialmente como Bloque de Constitucionalidad, luego su 
contenido normativo es de obligatorio cumplimiento al alcanzar el estatus de norma 
constitucional dentro del ordenamiento jurídico colombiano. 
Dicha convención establece la obligación de respetarse, por parte de los Estados 
que hacen parte, los derechos y libertades reconocidos en ella, tal como lo dispone 
en su artículo 1, cuyo tenor expresa: 
 “Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos. 
1. Los Estados partes en esta convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que éste sujeta a su jurisdicción, sin discriminación 
alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas 
o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. 
2. Para los efectos de esta convención persona es todo ser humano.” 
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Igualmente esta norma internacional ratificada por Colombia, determina una 
protección especial a la familia y la define en la medida que ésta sea considerada 
como base esencial de la sociedad, pero a diferencia del artículo 42 de nuestra 
constitución política no establece que la misma deba ser conformada 
exclusivamente por un hombre y una mujer, sino que por el contrario, ordena no 
promoverse ningún tipo de discriminación contra tal institución, al disponer en su 
artículo 17 que: 
 
 “Artículo 17. Protección a la Familia. 
1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser 
protegida por la sociedad y el Estado. 
2. Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a contraer matrimonio y a 
fundar una familia si tienen la edad y las condiciones requeridas para ello 
por las leyes internas, en la medida en que estas no afecten al principio de 
no discriminación establecido en esta convención. 
3. (…) 
4. Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la 
igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de 
los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de 
disolución del mismo.  En caso de disolución se adoptarán disposiciones 
que aseguren la protección necesaria de los hijos, sobre la base única del 
interés y conveniencia de ellos.” 
 
Nótese entonces, que la norma en ninguna medida contiene una negativa frente a 
la conformación de una familia por parte de una pareja homosexual; por el 
contrario reitera la obligación de no discriminarse en esta materia en la forma que 
la convención ha citado, luego no es posible que un Estado parte como lo es 
Colombia, aduzca que no puede permitir la conformación de la familia homosexual 
por cuanto el artículo 42 de la Constitución Política dispone que la misma debe ser 
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conformada por un hombre y una mujer, cerrando así toda posibilidad a constituirse 
por personas diversas a estos dos géneros. 
 
Si bien ello es cierto, también lo es que precisamente en ese sentido literario del 
artículo 42 se constata la contradicción a los principios de igualdad y libertad de las 
personas y por ende se está frente a la vulneración de los derechos de igual y 
libertad establecidos en la propia constitución colombiana como derechos 
fundamentales y también en la convención americana sobre derechos humanos en 
la forma ya expuesta y tal como lo indica el artículo 24 de dicho estamento: 
 
“Artículo 24. Igualdad ante la ley. 
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, 
sin discriminación, a igual protección de la ley.” 
 
Así las cosas, se tiene que es un hecho fehaciente el que en Colombia se está 
vulnerando los derechos a la igual y a la libertad de conformarse una familia 
cuando a través de la misma norma constitucional (artículo 42) y sus autoridades 
estatales competentes, se cierra y niega la posibilidad de hacerse efectivo tal 
derecho por parte de una pareja homosexual; luego asiste la necesidad de corregir 
tal situación mediante la modificación de la norma a través de los instrumentos 
legales establecidos para ello, y expedir la ley que garantice el derecho a las 
personas del mismo sexo que tengan la voluntad de constituir o conformar una 
familia, con el objeto de restablecer los derechos que vienen siendo vulnerados en 
la forma indicada y garantizar el cumplimiento de la convención americana y de la 
propia constitución política colombiana.  De lo contrario, debería el Estado 
Colombiano justificar en derecho, cuáles son las razones para denegar tal derecho 
de familia, en lo cual muy seguramente se hallará respuesta a los interrogantes 
que bajo un marco de lógica deductiva van apareciendo, como por ejemplo, ¿Qué 
diferencia jurídicamente atendible se puede percibir entre una pareja heterosexual 
que quiera conformar una familia y otra homosexual con el mismo propósito?, 
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¿Qué daño o impacto negativo sobre la sociedad tiene la conformación de una 
familia homosexual?, sobre todo si se tiene en cuenta la pre existencia de la misma 
al momento de suscitarse este conflicto jurídico; de hecho puede decirse que no 
existe ningún tipo de impacto en tanto que dichas familias han pasado por 
desapercibidas tanto por la sociedad como por el mismo Estado lo que significa 
que no ha generado algún tipo de problema su conformación o existencia, y el no 
gozar del reconocimiento legal de ser comprendida por la ley (Estado) y la 
sociedad como una familia dichas uniones homosexuales, no quiere decir que ellos 
dejen de serlo. 
 
Realmente acerca de este tema se puede generar un dilema bizantino en la 
medida que cada quien desee exponer su justificante, pero lo cierto es que muy 
seguramente en cada una de las posiciones radicales que se demarcan frente a 
los derechos, garantías, protección y acciones de la pareja heterosexual, nunca se 
podrá establecer una diferencia que no resulte sesgada por el hecho de estar 
impregnada de conceptos homofóbicos o de rechazo a la homosexualidad que 
conlleven a la discriminación; sobre todo por el error a considerarse por la 
sociedad conforme a sus creencias y bases culturales que los homosexuales de 
por sí mismos son un problema, sin atreverse a realizar un análisis detallado de 
cada persona homosexual.  Es decir, ocurre lo mismo que cuando se suele decir 
que “todos los hombres son malos”, o que “todos los colombianos son 
narcotraficantes”,  ¿será ello cierto? 
 
Retomando dentro del contexto jurídico el conflicto, se considera que el problema 
radica en el lenguaje ambiguo con que suele el legislador redactar la norma legal, 
el cual se encuentra impregnado de cierta subjetividad que sólo es perceptible al 
momento de aplicarse la ley.  Este tema ha sido expuesto por la doctora Alicia Ruiz 
en su escrito “La construcción jurídica de la subjetividad no es ajena a las 
mujeres”, en el cual habla de cómo el derecho configura la subjetividad y la 
identidad de las personas para convertirlas en sujetos de derecho, al presuponerse 
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por el legislador que la ciencia del derecho interviene en la producción de su objeto 
(la ley) y lo construye, explicándolo mediante categorías y conceptos (derechos y 
obligaciones), ya que parte de la idea de que el discurso del derecho es ordenado 
y coherente, generando con ello seguridad y confianza en aquellos hacia quienes 
orienta su mensaje, requiriéndose solo de la razón para ser aprehendido.  Pero 
frente a esto es preciso detallar que la naturaleza humana a la que tantas veces se 
alude es una condición que se va construyendo a lo largo de la interacción de los 
seres humanos, luego debe comprenderse que no existe una naturaleza humana 
anterior a tales relaciones, como tampoco una naturaleza femenina ni masculina.  
Varios autores han contribuido al cuestionamiento que se planteó en el texto 
acerca de la concepción tradicional de la verdad y a la idea de una naturaleza 
humana universal (Heidegger, Gadamer, Freud, Lacan y Foucault), quienes se 
ocuparon de realizar críticas profundas a toda forma de esencialismo. 
 
Es interesante el cuestionamiento que la autora del escrito hace sobre el poder de 
conciencia y voluntad que se supone poseen las personas hoy en día en virtud de 
los principios universales de libertad e igualdad, y que es lo que le da la capacidad 
de decisión absoluta, pues al ser comprendido el sujeto de derecho por una norma 
redactada por una tercera persona denominada legislador, ya el sujeto no es el 
autor de sus ideas y de sus actos por estar jurídicamente constituido dentro de un 
marco delimitado de lo permitido, entonces ¿qué ocurre con su “libertad” y su 
“autonomía”?.  Sencillamente el sujeto de derecho ya no será libre y autónomo sino 
que apenas dispondrá de aquella autonomía que el orden social le conceda. Pero 
entonces, ¿es esto justo?. Considero que no, que si bien el derecho constituye a la 
persona y la instala frente a otro y ante la ley, no es menos cierto que los seres 
humanos no son sujeto de derecho, sino que están sujetados por él.  Es decir, una 
cosa es el derecho que se circunscribe a una determinada situación y por ende 
permite la categorización del sujeto de derecho al condicionarlo con ciertas 
categorías que debe cumplir o poseer, y otra muy diferente es el derecho natural 
que deviene de la esencia del ser de las cosas y que como tal compromete al ser 
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humano para convertirlo en un individuo que puede ser dominante en una relación 
como ocurre en los espacios construidos a partir de una familia (se puede decidir el 
ser padre o no, el casarse o no, etc.) y subordinado en otra, como es el caso de las 
obligaciones que le asisten a la persona que toma la decisión de conformar una 
familia, tener un hijo (obligación alimentaria, a respetar a su compañera o cónyuge, 
etc.). 
 
De la misma manera vale citar las reflexiones que hace la doctora Judith Butler en 
su obra “Deshacer el Género”56 al tratar la relación entre género y sexualidad 
respecto de los aspectos normativos que rigen las conducta sexuales y los géneros 
como acontece en las formas de parentesco, en el tabú del incesto, en la tensión 
existente entre sexualidad y adaptación cultural y otros temas, en cuyo desarrollo 
temático logra lanzar la aseveración de que los comportamientos de los roles de 
género se encuentran reglamentados a través de una serie de pautas culturales 
histórica y lingüísticamente construidas; lo que conlleva a determinar que el sujeto 
depende de un discurso que lo antecede y que lo configura como persona con una 
determinada categoría genérica y sexual.  Es así como hace referencia al hecho de 
que las personas interpretan diversos roles que ya están reglamentados a través 
de normas socialmente construidas, pero antepone a ello al género como una 
actividad performada en la que no hay una pretensión de validez, sino que es 
constante, que obedece a lineamientos culturales y por ende está en permanente 
construcción.  
 
Con tales lineamientos conceptuales se puede aducir que el encargo que se le ha 
hecho a la Corte Constitucional de salvaguardar la Constitución Política mediante 
el ejercicio de las funciones descritas en el artículo 241 de la Carta Política, en su 
condición de intérprete autorizado de la mentada norma, no ha de limitarse a 
proteger la norma constitucional como norma positiva tras el uso de los métodos 
56 BUTLER, Judith. Deshacer el Género. Barcelona: Editorial Paidós. 2006. 
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gramatical e histórico de interpretación de la ley, lo que no permite la redefinición 
del género que se ha incluido como sujeto de derecho en el texto literario de la ley, 
sino que debe emplear igualmente los métodos sistemático y teleológico para así 
poder establecer el real sentido o alcance del precepto normativo atendiendo el 
objetivo que se buscó conseguir a través de su promulgación, que en últimas 
dentro del contexto constitucional que se viene analizando (artículo 42 Cons. Pol.) 
debe corresponder a la dinámica social en que se encuentra envuelta la familia a 
través de su interacción con el mundo externo, entendido éste como la realidad 
social. Y ello tiene su justificación bajo el entendido de que todos los ciudadanos 
tienen derecho a todos los beneficios que pueda prodigarle el Estado por el sólo 
hecho de considerarse su condición de ser humano. 
 
Si la Corte Constitucional actuara bajo los parámetros de interpretación de la 
norma en asocio con los lineamientos conceptuales que las referidas autoras han 
plasmado para hacer comprender la discriminación que tácitamente contemplan los 
preceptos jurídicos que concretan al ser humano como un sujeto de derechos y 
especialmente cuando de forma subjetiva, por el legislador se caracteriza la 
persona al atribuirle su condición sexual o de género para otorgarle un derecho o 
imponerle una obligación, muy seguramente el argumento expuesto por dicha 
corporación judicial para denegar el derecho a la adopción mediante la declaratoria 
de exequibilidad de la norma ante la demanda de inconstitucionalidad contra los 
artículos 89 y 90 del Decreto Ley 2737 de 1989, “Código del Menor”, sería 
diferente y no contendría las falacias que presentó al argüir que: 
 
“La norma No discrimina a las parejas homosexuales, como tampoco a 
ninguna otra forma de convivencia o de unión afectiva que pudiera llamarse 
familia, pero que no es la protegida por el artículo 42 de la Constitución. Por 
eso no puede ser considerada discriminatoria, sino más bien, proteccionista 
de la noción superior de unión familiar, de manera que el hecho de la 
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adopción por parte de los homosexuales no es posible en cuanto a que para 
el niño podría resultar inidónea la convivencia en ese tipo de entorno.”57 
 
Argumento éste que además de ambiguo resulta impropio para demarcar 
precedente judicial, ya que carece de un sustento científico que definitivamente 
permita establecer la existencia o no de un daño al menor que sea adoptado por 
una pareja homosexual, máxime cuando hoy en día existen estudios científicos que 
aseguran que las parejas homosexuales, al contrario de lo que se creía, son 
menos conflictivas que las heterosexuales, y por ende muestran un espacio más 
propicio para la conformación de una familia58. 
 
Un caso propicio para exponer la argumentación adecuada para la resolución de 
esta clase de conflictos ante los estrados judiciales lo presenta el Tribunal 
Supremo de España al proferir la sentencia de fecha 12 de mayo de 2011, sobre la 
regulación del régimen de visitas a un menor por parte de la pareja lesbiana de su 
madre, de la cual se citan algunos apartes de su contenido literario a fin de ser 
tenidos en cuenta a título de ejemplo. 
 
“Las mujeres mantuvieron una relación de pareja de forma pública. No 
contrajeron matrimonio. Una de ellas dio a luz un niño. En 2006 se rompió la 
relación de pareja por malos tratos. La denuncia recíproca presentada por 
las convivientes dio lugar a la medida que atribuyó la guarda y custodia a la 
madre biológica, con derecho de visitas a la conviviente. El interés del 
menor obliga a los tribunales a decidir que el niño tiene derecho a 
relacionarse con los miembros de su familia, con independencia de que 
entre ellos existan o no lazos biológicos. La base de nuestra decisión debe 
ser un derecho efectivo que tiene el menor de relacionarse con aquellas 
57 Sentencia C-814 de agosto de 2001.  M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra. 
58 Artículo de la revista semana, página 66 y siguientes, edición N° 1511 de fecha 18 de abril de 
2011. 
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personas con las que le une una relación afectiva y por ello debe entenderse 
aplicable el artículo 160. 2 CC. La expresión "derecho de visitas" debe 
aplicarse solamente en las relaciones entre los progenitores y sus hijos. 
Para identificar el derecho del menor en casos como el presente, resulta 
más adecuado utilizar la expresión relaciones personales. Teniendo en 
cuenta que los informes coinciden en la conveniencia de que el niño se 
relacione con la recurrida, esta Sala considera conveniente mantener el 
actual régimen de las relaciones personales entre el niño y la recurrida, que 
puede ser alterado en cuanto se demuestre que causa un perjuicio al menor. 
Se desestima el recurso de casación. 
(…) 
 TERCERO. La protección de la familia y el interés del menor.  
 El sistema familiar actual es plural, es decir, que desde el punto de vista 
constitucional, tienen la consideración de familias aquellos grupos o 
unidades que constituyen un núcleo de convivencia, independientemente de 
la forma que se haya utilizado para formarla y del sexo de sus componentes, 
siempre que se respeten las reglas constitucionales. 
 
De acuerdo con estos planteamientos, la pareja formada por Dª Lucía y Dª 
Zaida constituyó en su día una unidad familiar. Sin embargo, son muy 
distintos los efectos que tienen lugar entre los miembros de una pareja que 
convive sin estar casada, y los que se producen entre los convivientes y sus 
hijos. Cuando la pareja no está casada, deben aplicarse los principios 
sentados en nuestra sentencia de 12 septiembre 2005, con aplicación del 
principio de la libertad de los pactos entre los miembros de la pareja. Cosa 
distinta serán los efectos que produce la paternidad/maternidad, porque las 
relaciones entre padres e hijos vienen reguladas por el principio 
constitucional de la protección del menor, consagrado en el artículo 39. 3 
CE, en la Convención sobre derechos del niño, de 20 noviembre 1989 y en 
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el art. 24 de la Carta de Derechos Fundamentales de la UE. Este principio 
es el que debe regir las relaciones entre los progenitores y los hijos, con 
independencia de que sus padres estén o no casados e impone una serie 
de reglas imperativas con la finalidad protectora ya señalada ( STC 
176/2008, de 22 diciembre ).  
 
CUARTO. El concepto de vida familiar en los textos europeos de Derechos 
humanos.  
La protección de la familia es objeto de un importante reconocimiento en el 
Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, de 4 noviembre 1950. El Art. 8 de este Convenio 
establece, en su párrafo primero , que "toda persona tiene derecho al 
respeto de su vida privada y familiar [...]". Dicho artículo ha sido interpretado 
en el sentido que aquí se mantiene en relación al artículo 39 CE por la 
sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, de 28 septiembre 
2007, en el caso Wagner y J.M.W.L. vs Luxemburgo. En este caso se 
decidió que el estado de Luxemburgo había violado el art. 8 de la 
Convención europea al negarse a otorgar el exequatur a una sentencia de 
adopción realizada en Perú, porque el derecho luxemburgués no aceptaba 
la adopción por una persona sola y a pesar de que adoptante y adoptada 
habían convivido durante varios años en Luxemburgo. La Corte europea 
considera que cuando garantiza el respeto a la vida familiar, el artículo 8 de 
la Convención presupone la existencia de una familia; en el caso, la 
recurrente es considerada como madre de la menor desde 1996, por lo que 
existen lazos familiares de facto entre ellas (párrafo 117). De acuerdo con 
los principios que se derivan de la jurisprudencia de la Corte de Derechos 
humanos, cuando exista un lazo familiar con un niño, el estado debe actuar 
para permitir que este ligamen se desarrolle y se acuerde una protección 
jurídica que haga posible al máximo la integración del menor en su familia y 
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es por ello que la negación del exequatur a la sentencia de adopción dictada 
por el tribunal peruano, vulnera los derechos de esta familia.  
 
Este mismo principio está recogido en el art. 7 de la Carta de los Derechos 
Fundamentales de la UE (2010/C 83/02 ), que dice: "Toda persona tiene 
derecho al respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de sus 
comunicaciones".  
(…) 
Esta solución debe aplicarse a la situación que se presenta a la 
consideración de este Tribunal, puesto que aunque no puede hablarse de 
relaciones jurídicas y la filiación no se ha establecido, ni en este caso pudo 
establecerse dados los requerimientos de la Ley de Técnicas de 
Reproducción Asistida, en su art. 7.3, modificado en 2007 , en cambio sí 
debe considerarse que, como se ha dicho antes, existió una unidad familiar 
entre las dos convivientes y el hijo biológico de una de ellas. Esto sentado, 
debe ahora estudiarse cuál es el régimen más adecuado para la protección 
del menor, en los casos en que no haya matrimonio entre las convivientes, 
para que pueda relacionarse con la persona que no es su madre biológica 
en los casos en que se produzca el conflicto entre ellas.” 
 
4.3.1 Los derechos de las personas homosexuales ante la perspectiva de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos.  La Corte Interamericana 
de Derechos humanos es una institución judicial autónoma creada por la 
Organización de Estados Americanos (OEA) mediante la resolución N° 448 
de 1979, a quien se le impuso la obligación de aplicar e interpretar la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos59. Dicha corte se 
encuentra instalada en la ciudad de San José (Costa Rica) y ejerce una 
función jurisdiccional mediante la cual agota un procedimiento específico 
59 Corte Interamericana de Derechos Humanos: www.corteidh.or.cr 
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para la resolución de los casos de violación de los derechos humanos 
puestos a su consideración, y una función consultiva en virtud de su papel 
de intérprete de la convención americana de derechos humanos.  A su vez, 
existe la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que es 
una entidad propia del sistema interamericano de protección y promoción de 
los derechos humanos en las Américas, a quien se le ha encargado la 
atención de los casos de denuncias contra los Estados por violación a los 
derechos humanos para que de forma selectiva los estudie y realice la 
respectiva demanda ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  
 
Al haberse concedido por los Estados Americanos que suscribieron la 
Convención Americana de derechos Humanos la potestad a cierto 
organismo internacional para que resolviera los conflictos surgidos como 
consecuencia de la violación a los preceptos legales contenidos en tal 
estamento, se impuso voluntariamente un límite al poder de autonomía con 
que se alimenta la soberanía de los Estados, por cuanto éstos se obligaron 
a ser sometidos a una jurisdicción diferente a la propia y a acatar su 
decisión en pro de efectivizar y garantizar los derechos humanos plasmados 
en dicha convención.  Situación que a pesar de ser diáfana en cuanto a su 
origen y propósito, presenta serios problemas cuando se trata de llevar a la 
práctica, especialmente cuando los fallos proferidos por la Corte 
Interamericana de Derechos impone a los Estados condenados obligaciones 
económicas a favor de las personas denominadas víctimas del actuar u 
omisión del Estado agresor, y la orden de adecuar el ordenamiento jurídico 
interno con los propósitos o finalidades de la normatividad internacional 
existente sobre los derechos humanos, o sea de la convención 
interamericana de derechos humanos, con el objeto de acabar o cesar las 
acciones u omisiones que conllevaron las realidades fácticas denunciadas 
ante la Comisión.  Pues es precisamente allí donde se encuentra el 
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desacuerdo entre lo ordenado por la Corte y la disposición del Estado para 
acatar la sentencia, por considerar éste último que la orden emitida sobre 
aspectos jurídicos internos atenta contra la autonomía que ostentan los 
Estados y por ende vulnera la soberanía de los mismos. 
 
Al respecto ya se han realizado diversos estudios, sobre todo en el ámbito 
de derecho penal en que las conductas punibles son ajusticiadas por la 
jurisdicción internacional ante la Corte Penal Internacional, en los cuales 
manejado desde un punto de vista formal, se ha dicho que las declaraciones 
de extraterritorialidad de la ley penal formuladas por un Estado no plantean 
problemas de interferencia con la soberanía de otros, en razón a que si bien 
los Estados no pueden realizar actos de soberanía en el territorio de otro, 
ello no es óbice para que sean soberanos para decidir el ámbito de su 
propio poder punitivo. 
 
Tal consideración ha sido planteada como un principio y el hecho de ser así 
reconocido por los Estados supone no sólo una asunción de competencias, 
sino también el compromiso en la persecución de los responsables de 
crímenes que lesionan los intereses de la comunidad internacional. 
 
Esto implica una relación tautológica por cuanto el grado de eficacia de tales 
declaraciones dependerá a su vez del grado de legitimación internacional 
que se les reconozca.  El carácter internacional de los intereses protegidos 
es el que proporciona una especial fuente de legitimación al principio de 
jurisdicción universal o también llamada internacional, en dónde por 
supuesto se encuentra la ejercida por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
 
De este modo, se puede llegar a la conclusión de que la vinculación entre 
los derechos humanos y el concepto de crimen internacional o violación a 
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los principios universales se cristaliza cuando el derecho internacional 
incorpora los derechos humanos a sus instituciones, reconociendo 
supranacionalmente la dignidad de la persona, a quien se le atribuye la 
calidad de sujeto de derecho internacional y, lo que es más importante, se le 
reconocen derechos fundamentales que no pueden ser desconocidos por 
ninguno de los Estados.  En términos del autor consultado60 se tiene que “la 
violación de los derechos humanos no es  una cuestión de derecho interno 
sino un problema internacional, pues afecta el orden global.”  
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha puesto de manifiesto que 
la autodeterminación colectiva como derecho a definirse por el pueblo sus 
formas de gobierno y estructuras para el desarrollo económico, social y 
cultural, hace parte de los derechos humanos, pero esto no implica que se 
delegue potestad a la autoridad para oprimir a las minorías, ya que la 
autodeterminación es un derecho que se ejerce en grupo y está 
condicionado cuando a colectividad se refiere. 
 
Así tenemos entonces que la discriminación a la comunidad homosexual es 
un asunto de carácter internacional en la medida que se infringen normas 
internacionales sobre los derechos fundamentales de las personas o el 
individuo, y que puede ser susceptible de ser debatido en jurisdicción 
internacional cuando es el propio Estado quien a través de su actuar o de 
conductas omisivas lesiona o auspicia la vulneración de tales derechos sin 
que se dé la posibilidad de su restablecimiento por la aplicación de la justicia 
interna. 
 
60 Ágata Maria Sanz Hermida, Profesora de Derecho Procesal de la Universidad de Castilla-La 
Mancha. Artículo publicado en Diego Díaz-Santos, Rosario/Sánchez López, Virginia 
(coordinadoras), Derecho penal: implicaciones internacionales, Madrid, Colex, 1999, pp. 125-140. 
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Ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos se encuentran diversos 
expedientes con los cuales se puede evidenciar dicha problemática, siendo 
uno de los más recientes y relevantes el que corresponde al caso de Karen 
Atala contra Chile, el cual se suscitó como consecuencia de un 
pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia de Chile en el año 2004, 
en donde el máximo tribunal chileno consideró que no era ilegal la decisión 
que Karen Atala, por ser lesbiana, perdiera la custodia de sus hijas, tras la 
demanda impuesta en su contra por su esposo.  
 
Una vez conocido el caso por la Comisión Interamericana, éste organismo 
se manifiesta en contra de la decisión de la Corte Suprema de Chile, y se le 
advierte que el expediente podría llegar al otro ente del sistema 
interamericano de protección de los derechos humanos, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, en donde dicho tribunal pudiese 
encontrar a Chile responsable por la violación del Artículo 24 de la 
Convención, que establece lo siguiente: 
 
“Artículo 24. Todas las personas son iguales ante la Ley. En consecuencia, 
tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la Ley.” 
 
Recuérdese  que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos es un 
órgano autónomo de la Organización de Estados Americanos que recibe 
miles de peticiones anualmente por la violación de los derechos humanos 
por parte de los Estados Parte al Sistema Interamericano. Está compuesta 
por un grupo de comisionados, elegidos por la Asamblea General de la 
OEA, quiénes son expertos independientes en derechos humanos, cuya 
función principal es investigar y vigilar las violaciones de los derechos 
humanos en la región; promover la educación de los ciudadanos sobre los 
derechos humanos, y resolver las violaciones que se susciten, mediante la 
mediación entre el individuo afectado y el Estado.  
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Si bien no es un órgano judicial, en caso de que no pueda llegarse a un 
acuerdo entre las partes, puede decidir remitir el caso a la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, órgano que sí podría acordar 
indemnización a los individuos por la violación a sus derechos. 
 
Luego el papel de la Comisión Interamericana para ese entonces era el 
mediar entre ambas partes (Karen Atala y Chile), para llegar a una solución 
amistosa con respecto al caso, sin que para el efecto se haya logrado. 
 
Los argumentos utilizados por el Máximo Tribunal de Chile se expusieron 
bajo la consideración sobre el hecho de que las hijas al vivir con su madre, 
quien es lesbiana, constituía una situación de riesgo, que coloca a las niñas 
en una posición vulnerable para su desarrollo social, puesto que estarían en 
un entorno social distinto al de sus amigos y compañeros de colegio, y esta 
situación podría exponerlas a la discriminación y el ostracismo, lo que 
finalmente puede terminar afectando su desarrollo personal, concretándose 
la idea por dicha corporación al manifestar que: “Además de los efectos que 
la convivencia entre una madre lesbiana y sus hijas puede tener en el 
desarrollo psicológico y emocional de las hijas; la posible confusión sobre 
los roles sexuales que podrían ser causados por la ausencia de un hombre 
en el hogar, y la sustitución de la figura del padre por otra persona del sexo 
femenino, sin duda alguna constituyen un riesgo para el desarrollo integral 
de los niños que deben ser protegidos por el Estado”61. 
 
No obstante, en el caso se presentó la postura de desacuerdo entre quienes 
integraban el cuerpo colegiado judicial chileno, pues dos jueces salvaron su 
voto en la decisión, y llegaron a la conclusión de que la mayoría había 
61 Sentencia de 24 de febrero de 2012. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Atala 
Riffo y niñas vs. Chile.  
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tomado la decisión en base a consideraciones meramente teóricas, puesto 
que las opiniones contenidas en el expediente, tanto de psicólogos y 
trabajadores sociales, arrojaron como conclusión que la homosexualidad de 
la madre no afecta los derechos y el desarrollo de las hijas. 
 
En estos momentos, a pesar de ya haberse promovido el proceso ante la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte de la Comisión 
Interamericana, todavía resulta imposible determinar qué ocurrirá con el 
caso de Karen Atala, pero sin duda alguna la decisión que allí se tome 
puede generar un efecto dominó en varios países latinoamericanos en 
donde los derechos de los homosexuales sigue siendo un tema tabú, tanto a 
nivel legislativo como jurisprudencial; ya que sin duda alguna con ello se 
marcará un precedente para la defensa de los derechos de las personas 
homosexuales. 
 
Como es de observar el tema de discriminación y de violación a los 
derechos de las personas con condiciones sexuales diversas ha ocupado a 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a raíz de las varias 
denuncias interpuestas por tales personas en contra de los diferentes 
Estados americanos agresores a los que pertenecen; motivo por el que en 
noviembre de 2011 dicho organismo internacional (CIDH) decidió crear una 
Unidad para los derechos de las lesbianas, los gays y las personas trans, 
bisexuales e intersexo, a fin de aumentar su capacidad para proteger sus 
derechos.  En el caso de Colombia se han presentado varias denuncias ante 
la comisión por involucrar directamente los derechos sexuales, siendo uno 
de los más destacados el de Marta Lucía Alvarez Giraldo (caso 11656 de 
1999), en el que se denunció la discriminación que padeció dicha ciudadana 
colombiana a manos de agentes del Estado frente a la negativa de las 
autoridades carcelarias a permitir la visitas conyugales a la detenida 
peticionaria, por ser lesbiana y solicitar visita conyugal homosexual; cuyo 
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argumento utilizado por las autoridades para justificar su actuación fue el 
argüir que permitir la visita intima a homosexuales "afectaría el régimen de 
disciplina interna de los establecimientos carcelarios dado que, en su 
opinión, la cultura latinoamericana es poco tolerante de las prácticas 
homosexuales en general"62.   
A partir del fallo dado por la CIDH sobre esta historia, se transformó el 
derecho legal de las mujeres lesbianas a recibir visitas íntimas en la cárcel, 
en concordancia con el derecho a la visita conyugal que se reconoce a las 
parejas heterosexuales en las cárceles de Colombia. 
 
Por último cabe decir que el efecto positivo que se le ha atribuido como un 
símbolo del triunfalismo y progreso a los fallos de la Corte Constitucional 
Colombiana y a las recomendaciones y sentencias proferidas por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos,  al respecto de ampliarse el ámbito de los derechos 
de la comunidad gay, no sólo incrementa la autoestima en la población 
LGTB, sino que está aunado a la posibilidad de articular una identidad en 
sentido de la vida colectiva dentro de una sociedad con prejuicios y bajos 
niveles de tolerancia frente a la convivencia e interacción con personas 
homosexuales o de diversa condición sexual, a través de la adecuación de 
normas legales que fomenten el respeto por los derechos de éstos 
ciudadanos y garanticen la efectividad de los derechos humanos en 
Colombia. 
 
 
 
 
62 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe N° 71/99, Caso 11.656, Marta Lucia 
Álvarez Giraldo, Colombia 4 de mayo de 1999. [Consultado el 20 de marzo de 2012]. Disponible 
en Internet: http://www.cidh.oas.org/PRIVADAS/Colombia11656.htm 
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5.  CONCLUSIONES 
 
De acuerdo con las anotaciones y compilación de información realizadas a lo largo 
de este documento, se tiene que la familia colombiana se encuentra definida por 
todo un compendio normativo que la ha institucionalizado como base esencial de la 
sociedad.  De allí que al Estado colombiano le asista la obligación de protegerla y 
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garantizar a sus miembros los derechos que poseen en virtud de esa relación 
familiar y como personas. 
 
A través de este trabajo se ha podido establecer que en la actualidad se ha 
suscitado un conflicto jurídico en nuestro país, a raíz de las reclamaciones que la 
comunidad homosexual viene realizando desde hace varios años atrás pero que se 
ha ahondado como consecuencia de la redefinición del concepto de familia que la 
legislación internacional ha adoptado a fin de garantizar los derechos humanos a 
las personas homosexuales, permitiendo que éstas puedan conformar una familia 
amparada por la ley y en igualdad de condiciones a las familias de parejas 
heterosexuales. Cosa que resulta aún más compleja cuando a pesar de existir 
sociedades (Estados) que admiten y toleran abiertamente la homosexualidad en 
razón a la promoción y garantía de los derechos humanos, las autoridades 
colombianas justifican la discriminación que legislativamente padece la comunidad 
homosexual bajo la tesis de que cuando no se ponen trabas a este tipo de 
prácticas sexuales, se manifestarían como tales un número de personas muy 
superior al que lo hace en sociedades donde no tienen dificultades para hacerlo 
por el buen manejo de los niveles de tolerancia, siendo la conducta y formación 
personal del individuo colombiano carente de dicho aspecto. 
 
En Colombia se viene implementado un cambio substancial en el tema de los 
derechos sexuales que se desprenden de la sistemática interpretación de los 
derechos humanos, situación que se ve reflejada en la oleada de diversos fallos 
proferidos por la Corte constitucional en los que se reconocen los derechos de las 
parejas homosexuales (gays y lesbianas), incluyendo algunos casos aislados de 
personas transexuales que igualmente han puesto en movimiento el aparato 
judicial mediante la respectiva acción en pro de la efectividad sus derechos 
fundamentales.  Es innegable que la Constitución Política de Colombia de 1991 ha 
incidido directamente sobre este proceso revolucionario al ser el instrumento 
jurídico que irónicamente es utilizado por quienes por un lado proclaman la 
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efectividad de los principios de igualdad y libertad allí postulados como derechos 
en los artículos 13 y 16 del estamento mayor (la comunidad homosexual) al 
comprenderse que dicha constitución  reconoce para todos los individuos un 
conjunto de derechos y garantías fundamentales creando los mecanismos de 
protección de los mismos entre los cuales sobresale la Tutela como mecanismo 
judicial de protección inmediata a los derechos fundamentales de los individuos; y 
por el otro, por quienes manifiestan su respaldo a los argumentos que conllevan 
(según ellos) al respeto por la familia heterosexual, es decir conformada por 
hombre y mujer, y que exigen la protección y guarda de ésta en virtud a lo 
dispuesto en el artículo 42 de la misma Carta Política (Procuraduría General de la 
Nación, Defensoría del Pueblo, I.C.B.F. y en cierta medida la Corte Constitucional), 
en tanto que la Constitución también ordena la protección especial a la familia en 
los términos definidos en el aludido artículo 42, imponiendo tal obligación al Estado 
y siendo exigible a los particulares en la medida que éstos deben acatar y respetar 
las normas que así lo garanticen. 
 
Sin embargo, como en Colombia el derecho a conformase una familia por parte de 
una pareja homosexual es tratado indirectamente por el tema de adopción de 
niños, al considerarse que es éste un derecho que se encuentra implícito al hecho 
de conformarse una familia y que en cierta medida es lo que constituye la esencia 
del “ser” de la familia, en lo que tiene que ver con la adopción de menores por 
parte de parejas homosexuales, ha sido la Corte Constitucional quien pone freno al 
efectivo reconocimiento del derecho a la familia homosexual,  al sostener que la 
familia que el constituyente optó por proteger es la que emana de la unión 
heterosexual y monogámica, o sea la estipulada en el artículo 42 de la Cons. Pol., 
lo cual tiene el alcance de discriminar a quienes deciden mantener una relación 
homosexual estable. Desde este punto de vista, al Legislador no le debe resultar 
indiferente el tipo de familia dentro del cual autoriza insertar al menor, por cuanto 
tiene la obligación de proveerle aquella que responde al concepto acogido por las 
normas superiores.   Por esta razón la Corte consideró que la disposición legal que 
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no permite la adopción de menores por parte de una pareja homosexual, 
únicamente pretende proteger la familia constitucional, concediéndole el derecho 
de constituirse con fundamento en la adopción, concluyendo que el privilegio de los 
matrimonios heterosexuales frente a las uniones legales de parejas homosexuales 
no se justifica únicamente por la especial defensa estatal de la familia, sino por la 
prevalencia de los derechos del menor y la protección especial que debe 
concederle el Estado Colombiano63. 
 
Por tanto, a través del análisis de los argumentos expuestos por las instituciones 
estatales que se han estudiado en este trabajo, se puede entrever que el Estado 
Colombiano mantiene una latente discriminación en contra de las personas 
homosexuales que residen en este país, al no permitir que las parejas 
homosexuales estables que poseen el deseo de validar la familia que han 
conformado mediante la unión marital de hecho, ante la sociedad y el Estado, 
puedan ejercer el derecho que le ha sido concedido por la ley a las personas para 
casarse o contraer matrimonio, y para adoptar menores de edad e integrarlos a su 
familia en calidad de hijos adoptivos.  Esto pese a haberse constituido Colombia 
como un Estado Social de Derecho, es decir que antepone a la persona como 
protagonista, al imponerse la obligación a las autoridades estatales de garantizarle 
los derechos considerados esenciales en pro de mantener el nivel de vida 
necesario para participar como miembro pleno en la sociedad. 
 
Si en lugar de establecer una verdad a medias dentro del conflicto social 
establecido frente al reconocimiento de los derechos de la comunidad gay 
(reconociendo unos derechos y otros no), se pone en la práctica legislativa y 
judicial la aplicación efectiva de los principios universales adoptados por Colombia 
en los diferentes tratados o convenios, y los derechos fundamentales que le 
asisten a las personas por su sola condición de ser humano, que de acuerdo con 
63 Sentencia de Constitucionalidad N° C-814 del 02 de agosto de 2001, M.P. Dr. Marco Gerardo 
Monroy Cabra. 
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las reglas de primacía establecidas para su aplicación deben ser éstos prevalentes 
y no pueden ser suspendidos por ningún motivo, de forma contundente se puede 
acabar por parte del Estado Colombiano la demarcada discriminación que existe 
en contra  de la comunidad homosexual, no sólo por los actos ejercidos por ciertas 
personas del conglomerado social, sino también por las omisiones en que las 
autoridades estatales han incurrido al no proporcionar los medios necesarios para 
su seguridad física y psicológica, y no procurar el restablecer su estatus social 
equiparando sus derechos a los concedidos por la ley a las parejas 
heterosexuales, mediante la expedición de normas que así lo garanticen o con la 
derogatoria de aquellas que específicamente los excluye. 
 
No en vano han sido definidas por la ley las funciones del legislador, de los jueces, 
y en general de las autoridades estatales para que sean ejercitadas bajo el marco 
de la constitución y por ende en pro de efectivizar las garantías de los derechos de 
las personas.  Por lo cual no es permitido que dicho ejercicio de funciones se 
encuentre motivado por razones subjetivas o convicciones religiosas que 
acuartelen a determinada persona en una situación generada por la relación de 
subordinación a que deben estar sujetos los ciudadanos frente al poder del Estado, 
que en últimas es lo que se presenta en el caso que es objeto de estudio en esta 
monografía y que se evidencian bajo el conocimiento público del contexto 
gubernamental que se adscribe a la formación religiosa del Procurador General de 
la Nación por ejemplo, de quien se sabe es un fervoroso creyente de la religión 
católica, de las convicciones paternalistas y machistas que posee la Directora del 
ICBF (propias de la cultura social en que fue educada), como en las decisiones 
tomadas por la Corte Constitucional a través de las diferentes sentencias de 
constitucionalidad que ha proferido en virtud de las demandas interpuestas por 
promotores de los derechos de la comunidad LGBT, persisten en mantener aislada 
de la sociedad a la comunidad homosexual al concederle ciertos derechos bajo un 
lineamiento ideológico diferencial o paralelo (comparativo) a la pareja heterosexual; 
truncando así la posibilidad de acentuar una igualdad material al otorgarles el 
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derecho a ser reconocida como familia la forma de unión que presentan las parejas 
homosexuales estables y con ello conceder los efectos jurídicos que se le 
atribuyen a dichas uniones bajo el marco del derecho de familia. 
 
Es de aclarar que en la actualidad, gracias al esfuerzo realizado por 
organizaciones internacionales interesadas en promover y resguardar los derechos 
humanos y los avanzados estudios científicos de carácter psicológico, biológico y 
social que se han hecho sobre la homosexualidad, no hay que probar la esencia 
natural de ésta ni su falta de peligrosidad; además de haberse logrado con ello 
desvirtuar las teorías que superfluamente se mantuvieron durante siglos, 
(persistiendo aún en ciertos sectores sociales), que postulaban la homosexualidad 
como una amenaza para la sociedad.   
 
Es más, en Colombia como en la mayoría de los Estados las personas 
homosexuales ya son visibles a la comunidad  y han demostrado una convivencia 
pacífica, en una sociedad democrática donde no se les condena por no ocultar ser 
lo que son. Pero en términos de concretar una solución al problema planteado con 
este trabajo, el reconocimiento de su existencia no ha sido más que el primer paso 
para garantizarle a todas las personas con condición sexual diversa la serie de 
derechos, previstos por la Constitución para todos los ciudadanos, y que 
históricamente se les han negado o limitado por ser homosexuales y compartir su 
vida con alguien de su mismo sexo. 
 
De acuerdo con la jurisprudencia emitida por la jurisdicción constitucional la 
“orientación sexual” es uno de los aspectos propios del individuo sobre el cual se 
prohíbe expresamente realizar cualquier acto de discriminación, por lo que 
cualquier medida que tenga como causa discriminativa la orientación sexual, 
deberá sustentarse bajo una razón jurídicamente válida que justifique el trato 
diferenciado, argumentando así su constitucionalidad. Ahora es de anotar, que el 
tema de las uniones homosexuales dentro del espectro de pretenderse su 
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equiparación a las parejas heterosexuales mediante el efectivo reconocimiento al 
derecho al matrimonio para ellos, o con la elaboración de leyes de uniones 
homosexuales que les reconozcan sus derechos como pareja, incluyendo la 
posibilidad de la adopción de hijos para adopción de una forma de familia en 
términos de igualdad social, no son temas pacíficos, por tanto la resolución del 
conflicto que ello implica no se halla aún a nivel estatal quedando mucho camino 
por recorrer para alcanzar tal logro.  
 
En síntesis se puede decir que dentro del ámbito social colombiano se han logrado 
pequeños avances que vislumbran la meta que jurídicamente se quiere alcanzar 
por parte de las personas homosexuales, a través del actuar de la corte 
Constitucional y ciertas organizaciones nacionales e internacionales que han 
brindado su apoyo y respeto como promotoras de los derechos humanos; y que 
aunque se ha tardado mucho tiempo en reconocer y acoger como verdaderos 
miembros de la sociedad a aquellas personas, es decir sin límites o condiciones 
para su aceptación en un contexto igualitario, no está lejos el día en que tal anhelo 
sea una realidad. 
 
 
 
 
 
6.  RECOMENDACIONES 
 
 
6.1  La Corte Constitucional como organismo a quién se le confía la guarda de la 
integridad y supremacía de la Constitución Política, con el objeto de cumplir con tal 
legado frente a la resolución de conflictos que implican el derecho a la libre 
orientación sexual e igualdad de condiciones, deberá romper con su fatua posición 
de lavarse las manos mediante sentencias inhibitorias y decidir de fondo sobre las 
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demandas de constitucionalidad sin consideración a las manifestaciones que con 
apego a la moral religiosa y prejuicios sociales ciertas autoridades públicas emiten 
para coartar la equidad con que se debe administrar justicia y maximizar los 
principios constitucionales. 
 
6.2  El Estado colombiano en atención al debido cumplimiento de los fines 
propuestos en el artículo 2 de la Constitución Política, debe adoptar medidas para 
el diseño adecuado de políticas en las que se considere la equidad de género sin 
esmero a su condición sexual como requisito para el desarrollo del principio de 
igualdad de oportunidades en la conformación de las estructuras de poder público 
y político. 
 
6.3 El Congreso de la República en cumplimiento a la orden impartida por la 
Corte Constitucional mediante la Sentencia C-577 de 2011, deberá legislar sobre 
las uniones de parejas homosexuales a fin de legalizarlas y proveerles los mismos 
derechos y efectos jurídicos que actualmente poseen las parejas heterosexuales, 
para lo cual se recomienda tener en cuenta los informes presentados por distintos 
organismos acerca de la discriminación sexual que padecen ciertos ciudadanos 
colombianos, así como la intervención de comisiones que legítimamente 
representen los interese de la comunidad gay para que sus argumentos alimenten 
el espíritu de la norma a proferir. 
 
6.4  Conformar por parte de los organismos Estatales como la Defensoría del 
Pueblo, la Procuraduría General de la Nación y el ICBF, un comité para la atención 
y prevención de conflictos por diversidad de género y sexualidad, cuya integración 
incluya representación de la comunidad homosexual, para  la implementación y 
desarrollo de medidas especiales de protección y promoción de la igualdad y libre 
desarrollo de la orientación sexual de las personas para asegurar el acceso y 
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ejercicio de ciertos derechos de personas que son víctimas de situaciones de 
desigualdad estructural o procesos históricos de exclusión. 
 
6.5  Avanzar mediante proyectos investigativos coordinados por entes estatales 
a quienes les compete la vigilia de los derechos humanos, en la definición de 
conceptos y reevaluación de la cultura homosexual para la elaboración de 
metodologías que definan el diseño adecuado para la adaptación de las normas 
jurídicas que restringen derechos a las personas homosexuales con los preceptos 
constitucionales que proclaman los principios universales y derechos 
fundamentales de los individuos sin distingo de su condición sexual. Esto con el 
firme propósito que tales proyectos sean presentados ante el Congreso de la 
República y se tengan como el pilar para el desarrollo de la función legislativa en la 
elaboración de leyes que adecuen la realidad social que se presenta en el ámbito 
de diversidad de género y condición sexual de los ciudadanos colombianos y que 
fundamentarán la formulación de políticas públicas de prevención y erradicación de 
la violencia contra los homosexuales en Colombia. 
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